
JUZGADO TREINTA CIVIL DEL CIRCUITO 

 
               

Bogotá D.C, trece de octubre de dos mil veintiuno. 
           

REF. Tutela N° 110013103030-2021-00375-00 
 
Por reunir las exigencias legales, el Juzgado AVOCA el conocimiento del 

presente amparo y, en consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
1. ADMITIR la solicitud de tutela presentada por Walther Mayger Duarte Gómez, 
contra la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, la Contraloría 
General de la República, Auditoría General de la República, Departamento 
Administrativo de la Función Pública, Contraloría General de Santander y 
Diputados Asamblea del Departamento de Santander por la presunta 
vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 

Por considerarse necesario para desatar de fondo la presente acción, se ordena 

vincular a la Asamblea Departamental de Santander y a los Participantes de 

la Convocatoria para Elección de Contralor General de Santander Periodo 

2022-2025.  

2. OFICIAR al representante legal, director, gerente y/o quien haga sus veces de 

las entidades accionadas y vinculadas, comunicando que la presente acción ha 

sido admitida y para que en el término perentorio de un (1) día siguiente a la 

notificación del presente, en forma explicativa y determinada se pronuncien sobre 

los hechos objeto de la presente acción, a fin de que ejerzan su derecho de 

defensa. 

Por Secretaría, remítase copia del escrito introductorio para que complementen 

la respuesta y se manifiesten sobre cada uno de los hechos alegados, los que 

deberán estar debidamente soportados, anexando además, la documentación 

correspondiente y señalando los fundamentos de derecho que les asiste. 

3. REQUERIR a las accionadas y vinculadas para que en el mismo término 

informen: i. Dentro de la entidad, quién es la persona responsable de cumplir con 

una eventual orden de tutela que beneficie al actor, ii. Quién es el funcionario 

superior del responsable del cumplimiento, iii. Quién es la persona que ejerce la 

calidad de representante legal y/o equivalente.  

4. ORDENAR a la Asamblea Departamental de Santander y a la Universidad 

Distrital Francisco José de Caldas para que en su página web publique el auto 

admisorio de la presente actuación, junto con el escrito de tutela, a fin de informar 

a los participantes de la Convocatoria para Elección de Contralor General de 

Santander Periodo 2022-2025 y si lo estiman pertinente hagan las 

manifestaciones que consideren.  

5. Por Secretaría, PUBLÍQUESE en el micrositio del Despacho el auto admisorio, 

junto con el escrito de tutela y los datos de identificación de la acción 

constitucional, a fin de informar del trámite de esta a los participantes de la 



Convocatoria para Elección de Contralor General de Santander Periodo 2022-

2025.  

6. NEGAR la medida provisional solicitada por la parte actora, pues de 

conformidad con lo establecido por el Decreto 2591 de 1991, no se advierte la 

necesidad de adoptar una medida teniendo en cuenta la celeridad del presente 

trámite constitucional. 

7. NOTIFICAR a la parte accionada, accionante y vinculada sobre la admisión 

del presente amparo, por el medio más expedito. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

NB 
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Bucaramanga, 08 de octubre de 2021. 

 

Honorable: 

MAGISTRADO TRIBUNAL A DMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

(REPARTO) 

 

 

REFERENCIA : ACCIÓN DE TUTELA 

DEMANDANTE : WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ 

DEMANDADO : UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ 

DE CALDAS. 

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 

AUDITORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA 

FUNCIÓN PÚBLICA. 

CONTRALORÍA GENERAL DE SANTANDER. 

DIPUTADOS ASAMBLEA DEL DEPARTAMENTO 

DE SANATANDER 

 

 

Yo, WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ, identificado como aparece al pie de mi 

firma interpongo acción de tutela contra UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO 

JOSÉ DE CALDAS, CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, AUDITORÍA 

GENERAL DE LA REPÚBLICA, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA 

FUNCIÓN PÚBLICA, CONTRALORÍA GENERAL DE SANTANDER, DIPUTADOS 

ASAMBLEA DEL DEPARTAMENTO DE SANATANDER, por violación al debido 

proceso, al derecho a elegir, teniendo en cuenta los siguientes: 

 

 

I. HECHOS 

1. El día 27 de agosto de 2021, mediante resolución 034 la mesa directiva de la 

Asamblea Departamental abrió convocatoria para elegir Contralor General de 

Santander y de igual manera en este mismo acto administrativo convocaba a 

instituciones universitarias acreditadas para realizar tal proceso, siendo elegida 

posteriormente la Universidad Distrital Francisco José de Caldas. 

2. En la resolución 034 de 2021 la mesa directiva de la duma departamental 

estableció los días 8, 9 y 10 de septiembre como los términos para realizar la 

respectiva inscripción, la cual debía realizarse mediante correo electrónico en la 

dirección cpcontralor@asambleadesantander.gov.co. Observando que el 

dominio no es de la Universidad sino de la Asamblea Departamental, pues, tal 

Universidad empezó a tener vigencia como contratista del proceso a partir del 

03 de septiembre de 2021. 

3. Cumpliendo con los requisitos establecidos, me inscribí vía correo electrónico el 

día 10 de septiembre. 

4. El día 10 de septiembre de 2021 en la página de la Asamblea Departamental de 

Santander se publicó el acta 01 de la Universidad Distrital Francisco José de 

Caldas en donde se manifestaba que se habían inscrito 59 candidatos y que no 
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fueron admitidos 4 más, pues, según la universidad, estos no habían hecho la 

inscripción en el tiempo y hora indicados. 

5. Una vez revisados los documentos allegados por los candidatos, el día 12 de 

septiembre de 2021 la Universidad Distrital Francisco José de Caldas publicó el 

acta 02, en donde manifestaba los números de cedula de quienes fueron 

admitidos estando en esta lista 41 personas, existiendo en dos de ellos una 

particularidad, pues, uno de ellos es en la actualidad el Jefe de Control Interno 

de la Empresa de Servicios Públicos de Santander (ESANT), la cual es una 

empresa descentralizada por servicios de la rama ejecutiva del nivel 

Departamental y el segundo, había sido asesor del Despacho del Gobernador 

de Santander hasta el 5 de enero del presente año.  

6. Por otra parte, cabe resaltar que yo me encontraba entre los que fueron 

admitidos. 

7. De igual manera, en el acta también se mencionaban el número de identificación 

de 19 aspirantes, que, según la universidad, no cumplían con los requisitos y por 

lo tanto, no eran admitidos, siendo particularmente llamativo que a 8 de los 19 

participantes inhabilitados se les descalificaba por tener vínculos laborales con 

órganos de control, así mismo, llama aún más la atención que a la Contralora 

Municipal (e) de Barrancabermeja (identificada con cedula de ciudadanía 

1.096.188.936) se le incluye dentro de las personas no admitidas (más adelante 

será tenido en cuenta este caso). Los argumentos esgrimidos se dispusieron 

de la siguiente manera en el acta 02: 

 

1.  91.247.088 Cargo actual Subcontralor 

2.  1.093.884.205  Cargo actual Contralor municipal 

3.  91.076.721  Cargo actual Profesional especializado en 

la Contraloría de Santander 

4.  1.098.671.769  Cargo actual Auditor de la Contraloría de 

Santander 

5.  13.511.220  Cargo actual Profesional Universitario de la 

Contraloría 

6.  91.542.551  Cargo actual Contralor Provisional 

7.  79.939.354  Cargo actual Contralor encargado 

8.  1.096.188.936  Cargo actual Contralor Municipal 

 

9. La Resolución 034 de 2021 establecía un término de dos días para presentar la 

respectiva reclamación sobre lo estipulado por la Universidad Distrital en el acta 

02, en donde se manifestaba quienes habían sido aceptados y quiénes no. 

10. El día 16 de septiembre la Universidad Distrital Francisco José de Caldas dio a 

conocer en la página de la Asamblea Departamental de Santander el acta 03, 

allí se dejaron en firme a 52 participantes, entre los cuales estaban los 8 a los 

que hago referencia en el numeral 6, de igual manera, se manifiesta el lugar 

donde se aplicaría la prueba y la hora, siendo esta las 8:30 a.m. del día 21 de 

septiembre de 2021. 

11. El día 21 de septiembre de 2021, la prueba escrita se realizó por fuera del 

cronograma establecido, es decir, con dos horas de retraso, pues, según 

manifestó el asesor Jurídico de la Asamblea Departamental, la Asamblea había 

tenido un inconveniente logístico y que este no era de resorte de la Universidad, 

pues, tal institución educativa no intervenía en esa parte concerniente a la 

logística.  

12. El día 23 de septiembre sobre las 8:15 p.m. se dieron a conocer los resultados 

de las pruebas, allí se anotaban los números de identificación de los aspirantes 

y el respectivo resultado y en un cuadro posterior se ubicaron a quienes pasaron 

la media exigida para continuar en concurso. 



13. Entre los cinco primeros puntajes nos ubicamos, Fredy Antonio Anaya, Andrea 

Lizeth Buitrago, actual Procuradora Provincial de Bucaramanga, John Jaime 

Ruiz, quien fue asesor del despacho del gobernador hasta el 5 de enero del año 

2021, Reynaldo Mateus, que se desempeña en la actualidad como jefe de 

Control Interno de la Empresa de Servicios Públicos de Santander (ESANT) y yo 

quien en la actualidad soy el jefe de la Oficina Jurídica de la Contraloría General 

de Santander. 

14. Sobre las pruebas de conocimiento se dieron dos días para realizar las 

correspondientes reclamaciones. 

15. En este periodo elevé solicitud para que estudiaran la pertinencia en la 

continuidad del jefe de Control Interno de la ESANT, pues, este ente es 

descentralizada por servicios de la rama ejecutiva de nivel departamental y a su 

vez es sujeto de Control de la Contraloría General de Santander. 

16. Sobre esta solicitud la Universidad manifiesta que de buena fe admitieron al 

participante en cuestión, pues, este, había firmado una declaración juramentada 

en donde decía que no están inhabilitado. 

17. La Universidad Distrital envió un oficio en donde se manifestaba que quien 

quisiera revisar las pruebas podía ir a la ciudad de Bogotá en las instalaciones 

del alma mater y allí poder verlas. 

18. Según el cronograma de la resolución 034 de 2021, los días 29 y 30 de 

septiembre se revisarían las hojas de vida a fin de emitir las evaluaciones sobre 

estas. 

19. El 01 de octubre de 2021 en horas de la noche mediante la página web de la 

Asamblea Departamental se publicó el resultado de las evaluaciones de las 

hojas de vida, este documento no poseía una motivación fáctica y jurídica. Allí 

encontré con sorpresa, que no me tenían en cuenta cerca de 111 meses de 

experiencia en control fiscal, control interno y auditorías, así como, más de 12 

meses de experiencia profesional; aparte de esto, se emite un listado en donde 

se nos descalifica a seis participantes teniendo como premisa lo siguiente: 

 

“(…) 

Una vez realizada la revisión de las hojas de vida, los soportes de experiencia laboral 

de los aspirantes y teniendo en cuenta la ley 330 de 1996 artículo 6° literal C, 

Resolución 0728 de 2019 Contraloría General de la República, Concepto 009321 de 

2020 Departamento Administrativo de la Función Pública, Decreto No. 264 DE 2000, 

Sentencia C-147 de 1998 y la Cartilla de la Administración Pública y con base en el 

punto 6 de la Resolución de encuentra establecido “son causales de inadmisión y 

de exclusión de la convocatoria pública, las siguientes: b. Estar incurso en alguna 

de las causales de inhabilidad, incompatibilidad, prohibiciones, conflicto de interés o 

impedimento establecidas en la Constitución Política y/o la Ley, para ocupar el 

empleo público. 

PARÁGRAFO: Las anteriores causales de exclusión serán aplicadas al aspirante, 

en cualquier momento de la convocatoria, en forma inmediata, cuando se 

compruebe su ocurrencia, sin perjuicio de las acciones, penales, disciplinarias, 

judiciales y/o administrativas a que haya lugar, que serán instauradas a los 

respectivos órganos de control”; los siguientes aspirantes se encuentran 

inhabilitados y no pueden continuar en el proceso de la convocatoria pública para 

proveer el cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-2025”.  

 

20. De los seis participantes descalificados tres pertenecemos a órganos de Control 

Fiscal, llamado poderosamente la atención que nuevamente excluyen a la 

Contralora Municipal (E) de Barrancabermeja, quien en el acta dos había sido 

excluida por ser de un órgano de control fiscal y nuevamente incluida tras la 

reclamación en el acta tres, igualmente esta una persona que pertenece a la 

Procuraduría Provincial, otro que labora en la actualidad como jefe de Control 

Interno en un ente descentralizado por servicios de la rama ejecutiva del orden 



departamental (ESANT) y el ultimo que laboró hasta el 5 de enero del presente 

año en la rama ejecutiva del orden Departamental, al desempeñarse como 

asesor de la Gobernación de Santander. La tabla de explicativa, que en realidad 

no tiene una explayada motivación, es la siguiente: 

 

 

No. 

 

NUMERO DE CEDULA 

 

NOMBRES Y APELLIDOS 

 

INHABILIDAD 

 

1 

 

91.541.591 

JOHN JAIME RUIZ MACIAS Cargo Asesor código 105 

grado 01 

 

2 

 

37.752.313 

ANDREA LIZETH BUITRAGO 

JIMÉNEZ 

Cargo procurador provincial 

código OPP-EF 

 

 

 
3 

 

 

 

91.289.178 

REYNALDO MATEUS BELTRÁN Cargo jefe de control 

interno de la empresa de 

Servicios Públicos de 

Santander ESANT S.A E.S.P. 

 

4 

 

91.511.660 

WALTHER MAYGER DUARTE 

GÓMEZ 

Cargo jefe oficina jurídica 

Código 006 grado 01 

 

 

 
5 

 

 

 

1.096.188.936 

SANDRA PAOLA LEÓN DÍAZ Cargo director de 

responsabilidad fiscal y 

jurisdicción coactiva código 

009 grado 1 

 

 
6 

 

 

79.305.170 

REINALDO GÓMEZ RODRÍGUEZ Cargo director técnico de 

fiscalización código 009 

grado 01 

 

21.  No se da una explicación más allá de la que se menciona en el cuadro. Para mi 

caso en concreto, solo se dice que soy jefe de oficina Jurídica, sin indicar que 

esta oficina es de la Contraloría General de Santander, que es un organismo de 

control. 

22. Igualmente, se observa que un funcionario de la Contraloría General de 

Santander no fue excluido, quedando de tercero, de acuerdo a la calificación que 

otorgaba la Universidad. 

23. El día lunes 27 de septiembre a las 3: 44 p.m mediante correo electrónico envíe 

a la dirección cpcontralor@asambleadesantander.gov.co la respectiva 

reclamación al acta 07, pidiendo en primera medida que me habilitaran pues, no 

poseo ninguna inhabilidad para ser Contralor General de Santander; así mismo, 

solicite que se realizara la recalificación de mis antecedentes, pues, consideraba 

que no se había realizado de la manera indicada la valoración de mis 

antecedentes. 

24. Entre el reclamo que realice estaba lo atinente a la experiencia profesional, pues, 

me calificaban con 35 puntos y teniendo en cuenta los documentos aportados al 

momento de la inscripción y lo preceptuado por la resolución 034 de 2021 

emitida por la mesa directiva de la asamblea de Santander y las resoluciones 

0728 de 2020 y 0785 de 2021 emanadas por el señor Contralor General de la 

República, mi calificación debería ser de 99.84. 

25. El día 07 de octubre de 2021 a las 9:27 p.m la persona encargada de la 

Universidad Distrital Francisco José de Caldas respondió mi solicitud elevada el 

día 27 de septiembre, en esta respuesta modificaban mi puntaje de 35 a 81, no 

obstante, esta modificación, el puntaje no llegaba al digito que se argumentó en 

la reclamación y que era 99.84, de igual manera, cabe resaltar que esta 

respuesta no tenía una motivación fáctica y jurídica, pues, solo se limitó a 

mencionar la conceptualización que se da en la norma de cada ítem, mas no se 
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indica el porqué de la calificación, teniendo una ausencia de justificación en 

cuanto al resultado final 

26. Desde el 23 de enero del 2014 hasta el 30 de enero de 2020 laboré como Auditor 

Fiscal de la Contraloría General de Santander, esto significa que contando de 

acuerdo a lo que estipula el cuadro de hoja de vida de la función pública  laboré 

como auditor fiscal por 72 meses y 7 días (folio 19 de los anexos presentados 

en la inscripción). 

27. Desde el 06 de febrero de 2020 hasta la fecha laboró en la Contraloría General 

de Santander como Jefe de La Oficina Jurídica (para este caso se contaría hasta 

el 02 de septiembre de 2021 pues, el certificado anexado en la inscripción es de 

fecha 2 de septiembre), es decir, que tengo experiencia como jefe Jurídico de la 

del ente de Control Departamental de 19 meses y 24 días (folio 19 de los anexos 

presentados en la inscripción). 

28. Desde el 06 de marzo de 2012 al 05 de julio de 2012 laboré en la oficina de 

control interno del Instituto de vivienda de interés social de Bucaramanga 

prestando asesoría y acompañamiento, es decir, que laboré 04 meses en la 

oficina de Control Interno prestando mis servicios profesionales (Folio 28 de los 

documentos anexos allegados el día de la inscripción). 

29. Mediante contrato 060 de 2012, laboré prestando mis servicios profesionales en 

la Oficina de Control Interno desde el 18 de julio al 17 de diciembre, es decir, 5 

meses (Folio 28 de los documentos anexos allegados el día de la inscripción) 

30. Mediante contrato 042 de 2013 preste mis servicios profesionales a la Oficina de 

Control Interno desde el 04 de febrero de 2013 hasta el 03 de diciembre de 2013, 

es decir 10 meses (Folio 29 de los documentos anexos allegados el día de la 

inscripción). Sumando esto un total de 19 meses de experiencia profesional 

laborando en Control interno. 

31. Teniendo en cuenta lo expuesto en los numerales 29, 30, 31, 32 y 33 se 

encuentra que tengo 119 meses de experiencia relacionada tengo 119 meses, 

lo cual serían 9 años y 03 meses. 

32. Mediante el contrato de prestación de servicios 035 trabaje en el Instituto de 

Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana de Bucaramanga (INVISBU), como 

Abogado en la Oficina Jurídica desde el 17 de febrero de 2011hasta el 16 de 

junio de 2011, lo que significa que tuve 04 meses de experiencia profesional no 

relacionada; (Folio 28 de documentos anexos en la inscripción) 

33. Mediante contrato 072 de 2011 preste mis servicios en la Oficina Jurídica del 

INVISBU desde el 30 de junio de 2011 hasta el 29 de noviembre de 2011, lo que 

significa que adquirí experiencia profesional de 5 meses. 

34. En el folio 31 de los documentos que anexe en la inscripción anexe una 

declaración juramentada realizada el 13 de noviembre de 2013, en donde 

manifiesto bajo la gravedad de juramento que desde el día 07 de mayo de 2010, 

he había venido desempeñando la labor como abogado litigante, lo que da fe de 

mi experiencia profesional. Ahora, es obvio y lógico que no se pueden computar 

tiempos iguales, por lo tanto, para este caso solo se puede computar los tiempos 

en los cuales no hay cruce con las certificaciones allegadas, por lo tanto, se 

debería computar desde el 05 de mayo de 2010 hasta el 16 de febrero de 2011 

(esto porque ya está la experiencia del INVISBU desde el 17 de febrero de 2011), 

al hacer el cálculo se obtiene que se omitió la experiencia de 09 meses de 

experiencia no relacionada. 

35. Teniendo en cuenta los numerales 36 y 37 y lo preceptuado por la resolución 

0728 de 2019 expedida por la Contraloría General de Santander y la resolución 

034 de 2021 expedida por la mesa directiva de la Asamblea del Departamento, 

tengo 18 meses de experiencia profesional no relacionada, la cual resulta de 

sumar mi labor como abogado independiente y los 9 meses de la oficina jurídica 

del INVISBU, esto daría un total de 01 años y 06 meses 



36. Bajo la gravedad de Juramento declaro que no he interpuesto acción alguna por 

los hechos mencionados con antelación. 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

En primera medida hay que definir la viabilidad de la acción de tutela, situación que 

es positiva teniendo en cuenta que Jurisprudencialmente se han fijado elementos y 

situaciones concretas sobre la procedencia de la acción de tutela en asuntos como 

el que nos ocupa para este caso, al respecto la Corte Constitucional ha manifestado 

que: 

“La Constitución Política en su artículo 86 consagró una acción judicial 

especial para facilitar la garantía inmediata de los derechos fundamentales, 

la cual está dotada de un procedimiento breve y sumario que tiene como 

rasgos esenciales la subsidiariedad y la residualidad, porque sólo procede 

si no existe otro mecanismo judicial ordinario de defensa de los derechos 

que se consideran amenazados o conculcados. 

No obstante, esta causal de improcedencia se excepciona, a las voces del 

artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, cuando el reclamo de protección se 

propuso como mecanismo transitorio con el fin de evitar un perjuicio 

irremediable que será valorado por el juez constitucional según las 

circunstancias en las que se encuentra el actor a fin de establecer que el 

medio judicial ordinario no resulta idóneo para evitarlo o remediarlo.” 

 

Ahora al respecto es claro y evidente que la violación del Debido proceso y el error 

de apreciación en el material probatorio para acreditar la experiencia y por ende la 

calificación errónea, puede generar un perjuicio irremediable, toda vez que el 

concurso para elegir Contralor General de Santander sigue su devenir de acuerdo 

al cronograma, tal es el caso, que ya se maneja en medios las fechas de 

presentación a la asamblea del Departamento, por lo tanto, si, se me sigue 

vulnerando el Derecho y sigo excluido de la terna, se me puede causar un perjuicio 

irremediable, ahora: 

 

“En relación con el tema de la procedencia de la tutela en los concursos de méritos, esta 

Corporación1 ha dicho que, en la medida en que las decisiones que se dictan a lo largo del 

concurso son actos de trámite y que contra dichos actos no proceden los recursos de la vía 

gubernativa ni las acciones contencioso administrativas, los demandantes carecen de otros 

medios de defensa judicial para lograr la reincorporación al concurso”. Lo que para el caso 

en concreto resulto ser la emisión del acta 08 en donde se da por finalizada la etapa 

de reclamación dejando ya un acto de trámite sobre tal acción.  

 

Ahora, desde alguna arista, se podría manifestar que eventualmente se puede 

entender la procedencia de acciones en lo contencioso administrativo, respecto a 

estos trámites, hay que llevar los tiempos del plano real al caso en concreto, en 

donde tal accionar genera un espacio temporal bastante extenso, de tal manera, 

que la eficacia en la aplicación del Derecho sería inocuo frente al espacio de su 

aplicación, tal es el caso, que al respeto la corte se ha manifestado diciendo la 

siguiente apreciación frente a estos actos de trámite en los concursos de mérito, no 

sin antes tener en claro, que lo que nos ocupa es una convocatoria, con similitudes 

muy cercana y exactas, aquí, se analizan los méritos y saberes de los participantes, 

para definir los mejores tres que llegaran a conformar la terna de donde saldrá 

elegido el Contralor General de Santander, al respecto la corte ha planteado: 

 
1 Consejo de Estado. Sala Plena. Sentencia del 7 de noviembre de 2007. Exp. 2007-0635. M.P. Susana Buitrago 
Valencia. 



“Así mismo, también se ha dicho que, de aceptarse, en gracia de discusión, 

que contra esos actos de trámite2 procede la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho, es lo cierto que el citado mecanismo judicial no 

resulta eficaz ni idóneo para la protección de los derechos fundamentales que 

normalmente se invocan en esa clase de demandas”. 

Para la Sala, en efecto, es evidente que ese mecanismo no es idóneo y eficaz, 

si lo que pretende la parte demandante, como en el presente caso, es que se 

ordene la rectificación del puntaje otorgado en la prueba de análisis de 

antecedentes y, por consiguiente, que se corrija el puntaje definitivo. Esta es 

la pretensión que la actora cree que de ser atendida por el juez de tutela 

salvaría la amenaza o la vulneración que afrontan sus derechos 

fundamentales, lo que evidencia que la tutela, como mecanismo ágil de 

solución de este tipo de conflictos, es el medio adecuado para resolver de 

forma eficaz y útil lo planteado. 

En este orden de ideas, es lo cierto que únicamente a través de la acción de 

tutela es posible obtener definición oportuna sobre, por ejemplo, la pretensión 

de seguir participando en el concurso de méritos en condiciones de igualdad 

o sobre la inclusión en la lista de elegibles, toda vez que esperar a la 

culminación del respectivo proceso contencioso administrativo va en 

contravía del derecho fundamental de participación en el acceso a los cargos 

públicos por vía del concurso de méritos. 

 

Aunado a lo ya planteado, se debe tener en cuenta que la respuesta de fondo frente 

la reclamación incoada respecto al acta 7 no se dio (anexo copia del acta), pues, la 

Universidad se limitó a citar los conceptos dados en la norma, mas nunca mencionó 

los hechos facticos que contrastados con las bases jurídicas diera origen a la 

respuesta, solo emitió un cuadro con los nuevos puntajes sin darme pie para 

conocer el porqué de la calificación respecto a mi experiencia profesional, lo que a 

la luz de la Corte Constitucional: 

 

“Sin embargo, el requisito de subsidiariedad se podría considerar satisfecho 

en caso que se establezca que las entidades accionadas privaron al actor de 

contar con información suficiente y necesaria para acceder a la 

administración de justicia. 

(…) la ausencia de una repuesta de fondo comportó una vulneración del 

derecho de petición, el accionante no contaba con otra vía distinta a la tutela, 

pues, tal como lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional, para su 

protección el ordenamiento jurídico no contempla un medio judicial eficaz”3 

 

Esta situación se ve claramente en un caso similar4, frente a un concurso de méritos 

en la Defensoría del Pueblo que me permito citar a fin de que se tenga como 

precedente5: 

 

Esta es la situación que, a las claras, se presenta en el caso objeto de estudio, 

pues, como se dijo, lo que pretende la accionante es cuestionar la decisión 

de la Defensoría del Pueblo, que dispuso que no había acreditado la 

experiencia profesional relacionada y, por tal razón, no era merecedora de la 

 
2 A juicio de esta Sala, esas decisiones consideradas de forma individual respecto de cada uno de los aspirantes 
devienen en definitivas en la medida que ponen fin a la actuación administrativa por cuanto hacen imposible 
su continuación. Por tal razón, son susceptibles de ser controladas ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 
3Corte Constitucional. Sentencias T-149 de 2013 y T-165 de 2017. 
4 Teniendo de presente que el caso en concreto que nos atañe es una convocatoria, que de igual manera, 
establece unos méritos para la definición de la terna, es decir, los candidatos previamente deben presentar 
una prueba de conocimientos, de allí los aspirantes que superen una media establecida, pasaran al estudio de 
su hoja de vida, lo cual sumado al puntaje del examen de conocimiento arroja los tres primeros, los cuales 
serán los tenidos en cuenta por la asamblea del Departamento para elegir como futuro Contralor Territorial. 
5 Consejo de Estado sentencia de tutela Sentencia 00021 de 2010, Magistrada ponente Susana Buitrago 
Valencia. 



calificación que dentro del concurso se prevé para ese factor, 

cuestionamiento que tiene como finalidad que, como primera medida, se 

ordene la rectificación del puntaje otorgado en la prueba de análisis de 

antecedentes y que, por consiguiente, se corrija el puntaje definitivo para que 

la accionante sea ubicada en el lugar que le corresponde según esos 

resultados. 

 

Así, de acuerdo con lo dicho en este acápite, la Sala estudiará de fondo los 

argumentos planteados en la impugnación propuesta por la Defensoría del 

Pueblo con el propósito de establecer si efectivamente existe vulneración o 

no de los derechos fundamentales invocados en la demanda. 

 

La Corte Constitucional en sentencia T-566 de 2016, reiterando la línea 

jurisprudencial fundada por la sentencia C-590 de 2005, sostuvo que basta con la 

configuración de alguna de las causales específicas, para que proceda la acción de 

tutela contra actos administrativos, causales que han sido agrupadas en forma 

 

Defecto orgánico: ocurre cuando la autoridad que profirió el acto 

administrativo impugnado carece, en forma absoluta, de competencia. 14.2 

Defecto procedimental absoluto: surge cuando la autoridad administrativa 

actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 14.3 Defecto 

fáctico: se presenta cuando el acto administrativo impugnado carece del 

apoyo probatorio, que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión 

o cuando se desconocen pruebas que tienen influencia directa en el sentido 

del fallo. 14.4 Defecto sustantivo: tiene lugar cuando el acto administrativo se 

toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando 

existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la 

decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible al caso o cuando se 

otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 14.5 El error inducido: 

acontece cuando la autoridad administrativa fue objeto de engaños por parte 

de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos 

fundamentales. 14.6 Decisión sin motivación: se presenta cuando el acto 

administrativo atacado carece de legitimación, debido a que el servidor judicial 

incumplió su obligación de dar cuenta, de los fundamentos fácticos y jurídicos 

que la soportan. 14.7 Desconocimiento del precedente: se configura cuando 

por vía judicial se ha fijado el alcance sobre determinado asunto y la autoridad 

administrativa, desconoce la regla jurisprudencial establecida 

 

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 

 

La Constitución Política de Colombia estableció en su artículo 272, modificado por 

el acto legislativo 04 de 2019, el rango constitucional de las Contralorías 

Territoriales al manifestar claramente que: 

 

“La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios 

donde haya contralorías, corresponde a estas en forma concurrente con la 

Contraloría General de la República. 

La vigilancia de los municipios incumbe a las contralorías departamentales, 

salvo lo que la ley determine respecto de contralorías municipales.”  

 

Igualmente, les otorga las funciones a los Contralores Territoriales al equiparar su 

accionar con el manifiesto por la misma carta política en el artículo 268 al Contralor 

General de la República6.  

 
6 Constitución Política de Colombia, articulo 272:  
(…) 



 

A renglón seguido el legislador constitucionalmente deja de presente quienes deben 

elegir a los contralores territoriales y de manera general da pautas sobre el 

procedimiento a tomar 

 

“Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos 

por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, de 

terna conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en 

convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de 

transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de 

género, para un periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el periodo 

del correspondiente gobernador y alcalde”. 

 

Siguiendo el escenario de la elección de Contralores Territoriales, es deber revisar 

el artículo 06 del acto legislativo 04 de 2019, que manifiesta “La Contraloría General 

de la República desarrollará los términos generales para el proceso de convocatoria 

pública de selección de los contralores departamentales, municipales y distritales” 

en ese sentido, el Señor CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA emitió la 

resolución 0728 de 2019 en donde se dan los parámetros para las convocatorias y 

respectiva elección de los contralores territoriales, de tal manera que establece los 

ítems a tener en cuenta respecto a las valoraciones de hojas de vida, esto está 

plasmado de la siguiente manera: 

 

“ARTÍCULO 7. PONDERACIÓN DE LAS PRUEBAS. El puntaje obtenido en 

cada una de las pruebas tendrá el siguiente carácter, peso porcentual y 

calificación: 

 

CRITERIO CARACTER PONDERACIÓN  

Pruebas de 

Conocimiento

* 

ELIMINATORIA 60% 60/100 

Formación 

Profesional 

CLASIFICATORIA 15% N/A 

Experiencia CLASIFICATORIA 15% N/A 

Actividad 

Docente 

CLASIFICATORIA 5% N/A 

Produ

cción 

de 

obras 

en el 

ámbito 

físcal 

CLASIFICATORIA 5% N/A 

 

Las pruebas de conocimiento deben evaluar la capacidad, idoneidad y aptitud 

del aspirante frente al cargo, a través de pruebas de conocimiento objetivas, 

elaboradas por un establecimiento de educación superior público o privado 

debidamente acreditado y con enfoque en temáticas que giren en torno a 

Gerencia Pública, control físcal, organización y funcionamiento de la 

Contraloría General de la República y las relaciones del ente de control y la 

administración pública, de conformidad con el numeral 4 del artículo 6 de la 

Ley 1904 de 2018. 

 
“Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las 
funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, según los 
principios de coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El control ejercido por la Contraloría General de la 
República será preferente en los términos que defina la ley”. 
(…) 



 

ARTÍCULO 8. CRITERIOS DE PUNTUACIÓN DE EXPERIENCIA, 

EDUCACIÓN, ACTIVIDAD DOCENTE Y PRODUCCIÓN DE OBRAS. La 

valoración de los estudios y experiencia que sobrepasen los requisitos del 

empleo, se realizará con base en los siguientes criterios: 

 

 

Esta normatividad fue asumida desde el deber ser normativo por la Asamblea del 

Departamento, tal es el caso que quedo quedó al pie de la letra plasmado en los 

numerales 18 y 19 del artículo 03 de la resolución 034 de 2021 expedida por la 

mesa directiva y mediante la cual se realiza la convocatoria para elegir Contralor 

General de Santander.  

 

 

FORMACIÓN 

PROFESIONAL 

 

 

100 puntos 

(Ponderación del 

15%) 

Por formación adicional que supere los 

requisitos mínimos requeridos se 

otorgarán treinta (30) puntos por cada 

especialización, cuarenta (40) por cada 

maestría y cincuenta 

(50) por cada Doctorado. Sin que en 

ningún caso sobrepase los 100 puntos. 

 

La formación que sobrepase los 100 

puntos no podrá ser homologada para 

experiencia u otros factores a evaluar. 

 

 

 

 

EXPERIENCIA 

PROFESIONAL 

 

 

 

 

100 puntos 

(Ponderación 15%) 

Por experiencia general adicional a la 

requerida para el ejercicio del cargo se 

otorgarán 5 puntos por cada año 

acreditado. 

 

Por experiencia específica en auditorías 

a la gestión de entidades públicas, en 

vigilancia y control físcal o control 

interno, se otorgarán 10 puntos por 

cada año acreditado. 

 

La experiencia profesional que 

sobrepase los 100 puntos no podrá ser 

homologada para educación u otros 

factores a evaluar. 

 

 

EXPERIENCIA 

DOCENTE 

 

 

100 puntos 

(Ponderación del 5%) 

Por experiencia docente en 

instituciones de educación superior 

reconocidas por el Ministerio de 

Educación Nacional, se asignarán diez 

(1O) puntos por cada año de servicio 

académico. 

 

La experiencia que sobrepase los 100 

puntos no podrá ser homologada para 

educación u otros factores a evaluar. 

 

 

PRODUCCIÓN 

DE OBRAS EN EL 

ÁMBITO FISCAL 

 

 

100 puntos 

(Ponderación del 5%) 

 

 

 

 

 

 

Por la producción de obras en el ámbito 

físcal con ISBN, se otorgarán 50 puntos 

por cada una cuando el aspirante sea el 

autor. En caso de ser coautor se 

otorgarán 20 puntos. 

 

Las publicaciones que sobrepasen los 

100 puntos no podrán ser homologadas 

para educación u otros factores a 

evaluar. 



 

En conclusión, frente al tema de la valoración y la asignación de puntajes el proceso 

de Santander para elegir Contralor es el mismo del dictaminado por el Contralor 

General de la República en la resolución 0728 de 2019 y que ha sido citada 

previamente. 

 

Ahora es importante citar la normatividad y conceptualización que se da desde la 

legitimidad frente a lo que se entiende por experiencia profesional relacionada y no 

relacionada, en ese sentido, es preciso mencionar el decreto 1083 de 2015. 

 

ARTÍCULO 2.2.2.3.7 Experiencia. Se entiende por experiencia los 

conocimientos, las habilidades y las destrezas adquiridas o desarrolladas 

mediante el ejercicio de una profesión, arte u oficio. 

Para los efectos del presente decreto, la experiencia se clasifica en 

profesional, relacionada, laboral y docente. 

 

Experiencia Profesional. Es la adquirida a partir de la terminación y 

aprobación del pensum académico de la respectiva formación 

profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la profesión o 

disciplina académica exigida para el desempeño del empleo. 

 

En el caso de las disciplinas académicas o profesiones relacionadas con el 

Sistema de Seguridad Social en Salud, la experiencia profesional se 

computará a partir de la inscripción o registro profesional. 

La experiencia adquirida con posterioridad a la terminación de estudios en 

las modalidades de formación técnica profesional o tecnológica, no se 

considerará experiencia profesional. 

 

Experiencia Relacionada. Es la adquirida en el ejercicio de empleos o 

actividades que tengan funciones similares a las del cargo a proveer. 

Experiencia Laboral. Es la adquirida con el ejercicio de cualquier 

empleo, ocupación, arte u oficio. 

 

Experiencia Docente. Es la adquirida en el ejercicio de las actividades de 

divulgación del conocimiento obtenida en instituciones educativas 

debidamente reconocidas. 

 

Cuando para desempeñar empleos pertenecientes a los niveles Directivo, 

Asesor y Profesional se exija experiencia, ésta será profesional o docente, 

según el caso y, determinar además cuando se requiera, si debe ser 

relacionada. 

En el evento de empleos comprendidos en el nivel Profesional y niveles 

superiores a este, la experiencia docente deberá acreditarse en instituciones 

educativas debidamente reconocidas y con posterioridad a la obtención del 

correspondiente título profesional. 

 

(Decreto 1785 de 2014, art. 14; Último inciso Modificado por el Decreto 051 

de 2018, art. 7) (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

ARTÍCULO 2.2.2.3.8 Certificación de la experiencia. La experiencia se 

acreditará mediante la presentación de constancias expedidas por la 

autoridad competente de las respectivas instituciones oficiales o privadas. 

 

Cuando el interesado haya ejercido su profesión o actividad en forma 

independiente, la experiencia se acreditará mediante declaración del 

mismo. 

 

Las certificaciones o declaraciones de experiencia deberán contener como 



mínimo, la siguiente información: 

1. Nombre o razón social de la entidad o empresa. 

2. Tiempo de servicio. 

3. Relación de funciones desempeñadas. 

Cuando la persona aspire a ocupar un cargo público y en ejercicio de 

su profesión haya prestado sus servicios en el mismo período a una o 

varias instituciones, el tiempo de experiencia se contabilizará por una 

sola vez. 

 

Cuando las certificaciones indiquen una jornada laboral inferior a ocho (8) 

horas diarias, el tiempo de experiencia se establecerá sumando las horas 

trabajadas y dividiendo el resultado por ocho (8). (Subrayado y negrilla fuera 

de texto) 

 

Ahora sobre la experiencia relacionada el Consejo de Estado en fallo del 6 de mayo 

de 2010, con radicado 52001-23-31-000-2010-00021-01, señaló lo siguiente: 

“Es válido que la administración establezca el perfil que se requiere cumplir 

para que se pueda acceder a determinado cargo o empleo público. Uno de 

esos requisitos puede ser el de acreditar que el aspirante ha tenido en el 

pasado otros empleos o cargos o actividades que guarden cierta similitud 

con las funciones que debería desempeñar en caso de que fuera nombrado 

en el cargo para el cual se ha presentado. 

Empero, no se trata de que deba demostrarse que ha cumplido exactamente 

las mismas funciones, pues ello implicaría que la única manera de acreditar 

experiencia relacionada, sería con el desempeño del mismo cargo al que se 

aspira, lo que resulta a todas luces ilógico y desproporcionado. Pero sí se 

debe probar que existe una experiencia en cargos o actividades en los que 

se desempeñaron funciones similares.” 

(…) 

“Sobre el particular, la Sala recuerda que el derecho de acceso a los cargos 

y funciones públicas debe ser ejercido por los particulares y acatado por las 

autoridades dentro de los límites que las leyes señalen, uno de los cuales es 

el del cumplimiento de los requisitos que sean necesarios para cada cargo, 

según su naturaleza, lo que no constituye un límite arbitrario o irrazonable, 

sino que, por el contrario, es una garantía para la sociedad, pues con esos 

requisitos se busca garantizar la idoneidad de aquellas personas que serán 

nombradas en los empleos respectivos.” (Subrayado fuera de texto) 

Al respecto, la Sala reafirma su posición en el sentido de que el cumplimiento 

del ítem de experiencia relacionada no puede llevarse al extremo de exigir 

que se hayan cumplido exactamente las mismas funciones, pues tal 

interpretación, por desproporcionada, resultaría violatoria del derecho de 

acceso a cargos y funciones públicas. Empero, lo que sí debe demostrarse 

es que el aspirante haya tenido en el pasado otros empleos o cargos que 

guarden cierta similitud con las funciones previstas para el cargo ofertado…” 

 

 

III. CONSIDERCIONES FRENTE AL CASO EN CONCRETO 

 

Respecto al caso en concreto, es pertinente mencionar que la vulneración del 

derecho al debido proceso se genera en tres aristas que tienen una intrínseca 

relación, en primera medida hay una vulneración que impide un correcto reclamo y 

por ende un debido ejercicio del Derecho de Contradicción, y participar para 

desempeñar cargos públicos, es decir elegir y ser elegido. toda vez que no se 

mencionan los criterios mediante los cuales la evaluación respecto a la experiencia 

profesional termina categorizándose en el puntaje finalmente asignado de 81 y no 

de 99.87 sobre este particular ya un precedente judicial de nivel constitucional, 

pues, la corte ya se ha pronunciado y ha dicho que: 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=71332#00021


“Para resolver este problema jurídico es necesario recordar que el 

propósito de los concursos es evitar la arbitrariedad en la nominación, 

al seleccionar al “candidato que, en concurrencia con los demás y 

habiéndose sometido al mismo proceso de selección, haya 

demostrado poseer las mejores condiciones, atendidos los 

requerimientos del cargo al que se aspire” No obstante, cuando en 

desarrollo de un concurso se vulnera el debido proceso de uno de los 

participantes y este es excluido del proceso de selección, surgen 

dudas sobre las posibilidades que habría tenido de ser seleccionado 

para ocupar el cargo al que aspiraba, en caso de que se le hubiera 

respetado el debido proceso. 

En el asunto sub judice, la deficiente motivación del acto mediante el 

cual se calificó al participante como no ajustado en una de carácter 

eliminatorio, se sumó a la ausencia de una respuesta de fondo ante 

su reclamación, todo lo cual generó una amenaza de su derecho a 

desempeñar cargos públicos.” 7. 

 

Soslayando de igual manera, mi derecho para ejercer cargos públicos, es decir a 

elegir y ser elegido. 

 

En segunda medida está la violación al debido proceso por la errónea calificación 

frente al puntaje de experiencia profesional, lo cual podría categorizarse como un 

defecto factico8 por errónea calificación, en el entendido que: 

 

“La Corte Constitucional en sentencia T-566 de 201619, reiterando la línea 

jurisprudencial fundada por la sentencia C-590 de 200520, sostuvo que 

basta con la configuración de alguna de las causales específicas, para que 

proceda la acción de tutela contra actos administrativos causales que han 

sido agrupadas en forma 

 

14.1 Defecto orgánico: ocurre cuando la autoridad que profirió el acto 

administrativo impugnado carece, en forma absoluta, de competencia. 

14.2 Defecto procedimental absoluto: surge cuando la autoridad 

administrativa actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la 

ley. 

14.3 Defecto fáctico: se presenta cuando el acto administrativo impugnado 

carece del apoyo probatorio, que permita aplicar la norma en que se sustenta 

la decisión o cuando se desconocen pruebas que tienen influencia directa en 

el sentido del fallo. 

14.4 Defecto sustantivo: tiene lugar cuando el acto administrativo se toma con 

fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una 

contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando 

se deja de aplicar una norma exigible al caso o cuando se otorga a la norma 

jurídica un sentido que no tiene. 

14.5 El error inducido: acontece cuando la autoridad administrativa fue objeto 

de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión 

que afecta derechos fundamentales. 

14.6 Decisión sin motivación: se presenta cuando el acto administrativo 

atacado carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su 

obligación de dar cuenta, de los fundamentos fácticos y jurídicos que la 

soportan. 

 
7 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2013. 
8 Corte Constitucional, sentencia T-566 de 2016, reiterando la sentencia T- 590 de 2005, en donde se 
conceptúa que “Defecto fáctico: se presenta cuando el acto administrativo impugnado carece del apoyo 
probatorio, que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión o cuando se desconocen pruebas que 
tienen influencia directa en el sentido del fallo” 



14.7 Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se 

ha fijado el alcance sobre determinado asunto y la autoridad administrativa, 

desconoce la regla jurisprudencial establecida. 

 

En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del 

derecho fundamental a la igualdad”. Respecto al defecto fáctico, dicha 

Corporación lo ha caracterizado así: “aquellos eventos en los cuales se omite 

decretar pruebas necesarias para tomar una decisión en derecho y justicia, 

cuando no se aprecia el acervo probatorio, se valora inadecuadamente o se 

profieren fallos u actos administrativos fundamentados en pruebas 

irregularmente obtenidas. 

 

Aunque la jurisprudencia ha reconocido, a partir del principio constitucional de 

autonomía e independencia, el amplio margen que tienen las autoridades 

administrativas al momento de efectuar la valoración de las pruebas 

aportadas al proceso conforme a las reglas de la sana crítica; no obstante, 

también ha advertido que tal poder comporta un límite ya que no puede ser 

ejercido de manera arbitraria, en tanto puede lesionar derechos 

fundamentales” 

 

Ahora las actuaciones de las universidades en el proceso se entienden como actos 

de trámite dentro del proceso de convocatoria, por lo tanto, son actuaciones 

administrativas, toda vez que realizan valoraciones encomendadas por una 

autoridad o ente público. 

 

Ahora llevando esto a la situación del plano real, se observa igualmente una 

violación al debido proceso, derecho a participar y el derecho a ser tratado ante la 

ley de igual manera que los demás9 al tener en cuenta que la resolución 034 de 

2021 expedida por la mesa directiva de la asamblea y la resolución 0728 de 2019 

expedida por el señor Contralor General de la República establecieron claramente 

que cuando se tenía experiencia relacionada en las convocatorias para proveer el 

cargo e Contralor Territorial, se calificaría con 10 puntos por cada año, es así como 

ambos actos establecen claramente cuando hay experiencia relacionada, siendo 

esta caracterización la siguiente forma : “Por experiencia específica en auditorías a la 

gestión de entidades públicas, en vigilancia y control físcal o control interno, se otorgarán 

10 puntos por cada año acreditado.”, esto significa que si se tiene experiencia en estas 

áreas, guardado las proporciones del caso y teniendo en cuenta lo dicho por la Corte 

Constitucional en cuanto a que “…la Sala reafirma su posición en el sentido de que el 

cumplimiento del ítem de experiencia relacionada no puede llevarse al extremo de exigir 

que se hayan cumplido exactamente las mismas funciones, pues tal interpretación, por 

desproporcionada, resultaría violatoria del derecho de acceso a cargos y funciones 

públicas. Empero, lo que sí debe demostrarse es que el aspirante haya tenido en el 

pasado otros empleos o cargos que guarden cierta similitud con las funciones previstas 

para el cargo ofertado”10(Subrayado fuera de texto), se obtienen 10 puntos por cada 

año lo cual indica que para tener 10 puntos por anualidad se debió haber laborado 

en control fiscal, en auditorías de gestión y/o en Control interno y sus temas 

relacionados. 

  

En cuanto a mi caso es deber manifestar que mediante correo electrónico se 

allegaron los documentos anexos para la inscripción, allí en el folio 19 de los 

documentos, se puede observar el certificado expedido el 02 de septiembre de 2021 

 
9 Constitución Política artículo 13: “ Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica.” 
10 Consejo de Estado en fallo del 6 de mayo de 2010, con radicado 52001-23-31-000-2010-00021-01. 



por la Secretaría General de la Contraloría General de Santander dando fe 

expresamente que: 

 

1. Experiencia Relacionada: 

 

1.1. Experiencia en la Contraloría General de Santander 

1. Laboré como Auditor fiscal en esta institución desde el 23 de enero del 2014 

hasta el 30 de enero de 2020, esto significa que contando de acuerdo a lo 

que estipula el cuadro de hoja de vida de la función pública laboré como 

auditor fiscal por 72 meses y 7 días. 

2. Este mismo anexo o folio 19, estipula a renglón seguido que laboró en la 

Contraloría General de Santander como Jefe de La Oficina Jurídica desde el 

06 de febrero de 2020 hasta la fecha (para este caso se contaría hasta el 02 

de septiembre de 2021), es decir que tengo experiencia en tal cargo en este 

ente de control de 19 meses y 24 días. 

 

Ahora, al realizar la operación aritmética se encuentra que tengo experiencia 

laborando para la Contraloría General de Santander de 92 meses y 01 día. 

 

1.2. Experiencia en Control Interno: 

Aparte de la experiencia en la Contraloría General de Santander, si se sigue 

observando los folios allegados en el correo del 10 de septiembre de 2021, se 

pueden encontrar los folios 28 y 29 en donde se especifica que: 

 

1. Laboré como prestación de servicios en la oficina de control interno del 

Instituto de vivienda de interés social de Bucaramanga prestando asesoría y 

acompañamiento desde el 06 de marzo de 2012 al 05 de julio de 2012 (folio 

28 documentos anexos inscripción WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ), 

es decir, que laboré 04 meses en la oficina de Control Interno prestando mis 

servicios profesionales; 

2. En el folio 29 de documentos anexos inscripción WALTHER MAYGER 

DUARTE GÓMEZ se manifiesta igualmente, que mediante contrato 060 de 

2012, laboré prestando mis servicios profesionales en la Oficina de Control 

Interno del INVISBU desde el 18 de julio al 17 de diciembre, es decir, 5 

meses; 

3. Finalmente, en el folio 29 de documentos anexos inscripción WALTHER 

MAYGER DUARTE GÓMEZ, se certifica que mediante contrato 042 de 2013 

preste mis servicios profesionales a la Oficina de Control Interno del INVISBU 

desde el 04 de febrero de 2013 hasta el 03 de diciembre de 2013, es decir 

10 meses. 

 

Sumando esto un total de 19 meses de experiencia profesional laborando en 

Control interno. 

 

1.3. Totalidad Experiencia Relacionada: 

 

Finalmente FRENTE A LA EXPERIENCIA RELACIONADA y luego de realizar la 

operación, se obtiene que poseo 111 meses de experiencia relacionada con 

Control Fiscal, Auditorias de gestión o Control Interno, pues, tengo 92 meses 

de experiencia en la Contraloría General de Santander más 19 meses por la 

prestación de servicios como asesor de la Oficina de Control Interno del 

INVISBU, dando como resultado la cifra ya mencionada de 111 meses,  lo cual 

termina siendo 9 AÑOS Y 03 MESES DE EXPERIENCIA RELACIONADA, que 

traducido al puntaje del que hablan las normas citadas, SERÍA UN PUNTAJE 



DE 92.46, lo que saldría de multiplicar 111 meses por 0,833 que es a lo que 

equivale el mes de experiencia relacionada. 

 

2. Experiencia No Relacionada: 

 

2.1. Experiencia como abogado en oficina Jurídica del INVISBU: 

Respecto a la experiencia no relacionada, y teniendo en cuenta lo preceptuado por 

las resoluciones 034 de 2021 expedida por la mesa directiva de la Asamblea del 

Departamento, y 0728 de 2019 expedida por el Contralor General de la República, 

cuando la experiencia es profesional, pero no relacionada, esta se puntuara con 5 

puntos por cada año, respecto a esta, es de resaltar que mediante correo electrónico 

se allegaron los documentos anexos para la inscripción y en el anexo 28 se puede 

observar que el Instituto de vivienda e interés social de Bucaramanga INVISBU 

certifica que: 

1. Trabajé en tal institución mediante el contrato de prestación de servicios 035 

como Abogado en la Oficina Jurídica desde el 17 de febrero de 2011hasta el 

16 de junio de 2011, lo que significa que tuve 04 meses de experiencia 

profesional no relacionada (Folio 28 documentos anexos inscripción 

WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ); 

2. Que mediante contrato 072 de 2011 preste mis servicios en la Oficina 

Jurídica desde el 30 de junio de 2011 hasta el 29 de noviembre de 2011, lo 

que significa que adquirí experiencia profesional no relacionada de 5 meses 

(Folio 28 documentos anexos inscripción WALTHER MAYGER DUARTE 

GÓMEZ). 

Esto Significa que en el INVISBU, tuve 09 meses de experiencia no relacionada 

 

 

2.2. Experiencia Profesional como Independiente: 

 

Continuando con la Experiencia profesional no relacionada y atendiendo al 

ARTÍCULO 2.2.2.3.8 del Decreto 1083 de 2015 que manifiesta que: 

“Cuando el interesado haya ejercido su profesión o actividad en forma 

independiente, la experiencia se acreditará mediante declaración del 

mismo”. 

 

Allegue en los documentos anexos de la Inscripción el folio 31 en donde se 

encuentra una declaración juramentada realizada el 13 de noviembre de 2013, en 

donde manifiesto bajo la gravedad de juramento que desde el día 07 de mayo de 

2010, he había venido desempeñando la labor como abogado litigante, hasta la 

fecha de la suscripción de tal declaración, lo que da fe de mi experiencia profesional. 

Ahora, es obvio y lógico que no se pueden computar tiempos iguales de acuerdo a 

lo preceptuado por el ARTÍCULO 2.2.2.3.8 del Decreto 1083 de 2015, pues, este 

deja claro que “Cuando la persona aspire a ocupar un cargo público y en ejercicio de su 

profesión haya prestado sus servicios en el mismo período a una o varias instituciones, el 

tiempo de experiencia se contabilizará por una sola vez” , por tal razón, para este caso 

solo se puede computar los tiempos en los cuales no hay cruce con las 

certificaciones allegadas, por lo tanto, se debería computar desde el 05 de mayo de 

2010 hasta el 16 de febrero de 2011 (esto porque ya está la experiencia del INVISBU 

desde el 17 de febrero de 2011), lo cual da una experiencia no relacionada como 

independiente de 09 meses.  

 

2.3. Totalidad Experiencia No relacionada 

Así las cosa, se estaría ante una experiencia no relacionada de 18 meses, que 

resulta de sumar los 09 meses como abogado contratista en la oficia jurídica 



del Instituto de Vivienda e Interés Social de Bucaramanga (INVISBU) y los 09 

meses como abogad independiente, lo cual sería 01 año y 06 meses, que 

traducido al puntaje del que habla la norma, sería un puntaje de 07.38, lo que 

saldría de multiplicar 18 meses por 0,41 que es a lo que equivale el mes de 

experiencia no relacionada. 

 

3. EXPERIENCIA PROFESIONAL TOTAL (Resulta de la suma de la experiencia 

relacionada y la no relacionada): 

Teniendo esta claridad es evidente que mi puntaje definitivo en cuanto a la 

experiencia profesional que resulta de sumar la relacionada que equivale 

92.46 y la no relacionada que equivale a 7.38 puntos es de 99.84, Puntaje que 

es sustancialmente diferente al otorgado por la Universidad Distrital 

Francisco José de Caldas, pues esta tras la reclamación me dio 81 puntos. 

 

Teniendo en cuenta lo expuesto y contrastado con la norma constitucional y 

el sistema normativo vigente, es claro y evidente que se me esta vulnerado el 

derecho al debido proceso pues, la universidad me esta asignando puntajes 

diferentes a los que corresponden en la realidad y que se ha probado 

mediante los anexos allegados al momento de la inscripción, pero de igual 

manera me desconociendo igualmente el Derecho de acceso al desempeño 

de funciones y cargos públicos, pues, con el correcto puntaje en experiencia 

profesional (99.84), yo ingresaría en la terna para ser elegido Contralor 

General de Santander11, aparte de este tema, se me desconoció el debido 

proceso por defecto factico y finalmente violación al debido proceso por la 

falta de motivación en las respuesta dadas a la reclamación del acta 07 y que 

quedó plasmada en el acta 08,  

 

Es entonces evidente que no se me ha dado la calificación correcta y que aparte de 

esto no se me dio la motivación del porque se asignó erróneamente el puntaje de 

81 en experiencia profesional, esto a toda luz a de la constitución el planteamiento 

normativo es una flagrante violación al debido proceso, consagrado en la 

Constitución Política en su artículo 29, el derecho a la igualdad consagrado en el 

artículo 13 y el de petición dado en el artículo 23, pues, no se respondió de fondo 

mi petición, al no ubicar correctamente mi puntaje de 99.84, es así como solicito las 

siguientes: 

 

IV. PRETENSIONES 

 

Teniendo en cuenta que cuando en desarrollo de un concurso se vulnera el debido 

proceso de uno de los participantes y este es excluido del proceso de selección, 

surgen dudas sobre las posibilidades que habría tenido de ser seleccionado para 

ocupar el cargo al que aspiraba, en caso de que se le hubiera respetado el debido 

proceso” elevo estas pretensiones 

1. Se ordene a la Universidad Distrital Francisco José de Caldas la rectificación y 

corrección de mi calificación en cuanto a la experiencia profesional, de tal 

manera que se otorgue la calificación correcta de acuerdo al puntaje expuesta 

en la parte motiva de la acción, siendo este el de 99.84. 

2. Se incluya el puntaje rectificado y corregido de 99.84 en la lista, de tal manera, 

que se publique uno nuevo con la modificación. 

3. Se me evalué con el nuevo puntaje de tal manera, que se compute este nuevo 

 
11 “El propósito de los concursos es evitar la arbitrariedad en la nominación, al seleccionar al “candidato que, 
en concurrencia con los demás y habiéndose sometido al mismo proceso de selección, haya demostrado 
poseer las mejores condiciones, atendidos los requerimientos del cargo al que se aspire” 



puntaje con los que ya tenía, por la prueba de conocimiento, formación 

profesional, experiencia docente y publicaciones relacionadas con control 

fiscal. 

4. Se me ubique en el lugar que corresponde en la lista. 

 

 

MEDIDA PROVISIONAL 

 

De manera muy respetuoso le solicito su señoría se decrete como medida 

provisional y de manera cautelar, la suspensión del proceso de elección de 

Contralor General de Santander convocado mediante resolución 034 de 2021 

expedida por la Mesa Directiva de la Asamblea Departamental, hasta tanto, 

no se profiera fallo que quede en firme de la presenta acción, pues, se me 

puede causar un perjuicio irremediable y coartar mi intención de participar. 

Pues, como se ha mencionado en los sustentos jurídicos, las convocatorias 

de méritos y los concursos son para evitar arbitrariedades: 

 

“Para resolver este problema jurídico es necesario recordar que el 

propósito de los concursos es evitar la arbitrariedad en la nominación, 

al seleccionar al “candidato que, en concurrencia con los demás y 

habiéndose sometido al mismo proceso de selección, haya 

demostrado poseer las mejores condiciones, atendidos los 

requerimientos del cargo al que se aspire” No obstante, cuando en 

desarrollo de un concurso se vulnera el debido proceso de uno de los 

participantes y este es excluido del proceso de selección, surgen 

dudas sobre las posibilidades que habría tenido de ser seleccionado 

para ocupar el cargo al que aspiraba, en caso de que se le hubiera 

respetado el debido proceso.12. 

 

V.PRUEBAS 

 

Me permito anexar los siguientes documentos para que sean tenidos como 

material probatorio: 

 

1. Pantallazo del correo de inscripción al proceso de Contralor General de 

Santander. 

2. Copia de los Documentos anexos en la inscripción de la Convocatoria para 

Contralor General de Santander, en donde están las certificaciones de 

experiencia relacionada (Contraloría General de Santander, prestación de 

servicios asesorando Control Interno del INVISBU), No relacionada 

(Prestación de Servicios como abogado de la oficina Jurídica del INVISBU 

y declaración Juramentada de ejercer labor como independiente). 

3. Resolución 034 de 2021, expedida por la Mesa Directiva de la Asamblea 

del Departamento de Santander. 

4. Acta 07 de 2021 correspondiente al proceso de elección de Contralor 

General de Santander expedida por la Universidad Francisco José de 

Caldas, en donde se dan las calificaciones de las hojas de vida. 

5. Copia de la reclamación de los resultados expedidos en el acta 07. 

6. Respuesta dada por la Universidad Distrital Francisco José de Caldas 

respecto a la reclamación que realice sobre el acta 07 de 2021 

 
12 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2013. 



7. Acta 08 de 2021 correspondiente al proceso de elección de Contralor 

General de Santander expedida por la Universidad Distrital Francisco José 

de Caldas, en donde se emiten los resultados finales de la valoración de la 

hoja de vida. 

8. Demas documentos del proceso para elección de Contralor General de 

Santander expedidos por la Asamblea del Departamento y la Universidad 

Francisco José de Caldas 

 

VI. NOTIFICACIONES 

 

La Universidad Distrital Francisco José de Caldas recibe notificaciones en los 

correos notificacionjudicial@udistrital.edu.co, y rferro@udistrital.edu.co . 

La Contraloría General de la República recibe notificaciones en el correo 

electrónico notificacionesramajudicial@contraloria.gov.co. 

La auditoria General de la República recibe notificaciones en el correo electrónico 

notificacionesjudiciales@auditoria.gov.co. 

El Departamento Administrativo de la Función Pública recibe notificaciones en el 

correo electrónico notificacionesjudiciales@funcionpublica.gov.co. 

La Contraloría General de Santander recibe notificaciones en el correo electrónico 

contralor@contraloriasantander.gov.co. 

Los Diputados de la Asamblea del Departamento reciben notificaciones en 

secretariageneral@asambleadesantander.gov.co. 

 

El suscrito recibe notificaciones en el correo electrónico 

wlatherduarte@gmail.com. 

 

  

Cordialmente. 

 

 
WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ 

C.C. 91.511.660

mailto:notificacionjudicial@udistrital.edu.co
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mailto:notificacionesjudiciales@auditoria.gov.co
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ACTA No. 07 

RESULTADOS DE EVALUACIÓN HOJA DE VIDA 
CONVOCATORIA PÚBLICA PARA PROVEER EL CARGO DE 
CONTRALOR GENERAL DE SANTANDER PERIODO 2022-2025 
SEGÚN RESOLUCIÓN No. 34 DEL 27 DE AGOSTO DE 2021, 
EXPEDIDA POR LA MESA DIRECTIVA DE LA ASAMBLEA 
DEPARTAMENTAL. 

 
Bogotá 1 de octubre de 2021 

 

Dentro del término establecido en el cronograma de la Resolución No.034 del 27 de agosto 
de 2021 expedida por la Mesa Directiva de la Asamblea Departamental de Santander en la 
Convocatoria, los señores Roberto Ferro Escobar identificado con cédula de ciudadanía 
número 79657603, Elizabeth Caicedo Madroñero identificada con cédula de ciudadanía 
Número 37082041 y Fanny del Rocío Ibarra Cerón identificada con cédula de ciudadanía 
número 30733607, miembros del Comité Evaluador de la convocatoria pública para proveer 
el cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-2025, delegados de la Universidad 
Distrital Francisco José de Caldas, realizó la valoración de las hojas de vida de los aspirantes 
de acuerdo a los criterios establecidos en el punto 19 de la Resolución CRITERIOS DE 
PUNTUACIÓN DE EXPERIENCIA, EDUCACIÓN, ACTIVIDAD DOCENTE Y PRODUCCIÓN DE 
OBRAS. 
 
Formación Profesional: 0-100 puntos ponderación del 15%. 
Experiencia Profesional: 0-100 puntos ponderación del 15%. 
Experiencia Docente: 0-100 puntos ponderación del 5%. 
Producción de obras en el ámbito fiscal: 0-100 puntos ponderación del 5%. 
 
A continuación, se muestran los puntajes obtenidos por los aspirantes para cada uno de los 
criterios. 
 

No. 
NUMERO DE 

CEDULA 

NOMBRES Y APELLIDOS FORMACIÓN 
PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 
PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 
DOCENTE 

PRODUCCIÓN 
DE OBRAS  

1 91.265.993 
ALFONSO MORENO 
JAIMES 

90 35 0 0 

2 63.341.944 

CARMEN TERESA 
CASTAÑEDA 
VILLAMIZAR 

100 100 10 0 

3 5.690.769 

ORLANDO SUAREZ 
CALDERÓN 

30 10 0 0 

4 88.277.162 

BENJAMÍN EDUARDO 
PÉREZ ACOSTA 

30 100 0 0 

5 91.541.591 

JOHN JAIME RUIZ 
MACIAS 

30 35 0 50 



No. 
NUMERO DE 

CEDULA 

NOMBRES Y APELLIDOS FORMACIÓN 
PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 
PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 
DOCENTE 

PRODUCCIÓN 
DE OBRAS  

6 37.752.313 

ANDREA LIZETH 
BUITRAGO JIMÉNEZ 

60 70 10 0 

7 91.227.424 

FREDY ANTONIO 
ANAYA MARTÍNEZ 

60 85 10 0 

8 91.289.178 

REYNALDO MATEUS 
BELTRÁN 

90 40 0 0 

9 91.511.660 

WALTHER MAYGER 
DUARTE GÓMEZ 

70 35 20 0 

10 

1.096.188.9
36 

SANDRA PAOLA  
LEÓN DÍAZ 

30 35 0 0 

11 79.305.170 

REINALDO GÓMEZ 
RODRÍGUEZ 

60 90 70 0 

12 13.959.236 

FARLEY PARRA 
RODRÍGUEZ 

90 25 0 0 

13 91.505.538 

LUDWING JOSÉ 
GÓMEZ PEÑARANDA 

40 25 10 0 

 
Una vez realizada la revisión de las hojas de vida, los soportes de experiencia laboral de los 
aspirantes y teniendo en cuenta la ley 330 de 1996 artículo 6° literal C, Resolución 0728 de 
2019 Contraloría General de la República, Concepto 009321 de 2020 Departamento 
Administrativo de la Función Pública, Decreto No. 264 DE 2000, Sentencia C-147 de 1998 y 
la Cartilla de la Administración Pública y con base en el punto 6 de la Resolución de 
encuentra establecido “son causales de inadmisión y de exclusión de la convocatoria 
pública, las siguientes: b. Estar incurso en alguna de las causales de inhabilidad, 
incompatibilidad, prohibiciones, conflicto de interés o impedimento establecidas en la 
Constitución Política y/o la Ley, para ocupar el empleo público. 
 
PARÁGRAFO: Las anteriores causales de exclusión serán aplicadas al aspirante, en 
cualquier momento de la convocatoria, en forma inmediata, cuando se compruebe su 
ocurrencia, sin perjuicio de las acciones, penales, disciplinarias, judiciales y/o 
administrativas a que haya lugar, que serán instauradas a los respectivos órganos de 
control”; los siguientes aspirantes se encuentran inhabilitados y no pueden continuar en el 
proceso de la convocatoria pública para proveer el cargo de Contralor General de Santander 
periodo 2022-2025. 
 

No. NUMERO DE CEDULA NOMBRES Y APELLIDOS INHABILIDAD 

1 91.541.591 

JOHN JAIME RUIZ MACIAS Cargo Asesor código 105 
grado 01 

2 37.752.313 
ANDREA LIZETH BUITRAGO 
JIMÉNEZ 

Cargo procurador provincial 
código OPP-EF 



No. NUMERO DE CEDULA NOMBRES Y APELLIDOS INHABILIDAD 

3 91.289.178 

REYNALDO MATEUS BELTRÁN Cargo jefe de control 
interno de la empresa de 
Servicios Públicos de 
Santander ESANT S.A E.S.P. 

4 91.511.660 
WALTHER MAYGER DUARTE 
GÓMEZ 

Cargo jefe oficina jurídica 
Código 006 grado 01  

5 1.096.188.936 

SANDRA PAOLA LEÓN DÍAZ Cargo director de 
responsabilidad fiscal y 
jurisdicción coactiva código 
009 grado 1 

6 79.305.170 

REINALDO GÓMEZ RODRÍGUEZ Cargo director técnico de 
fiscalización código 009 
grado 01 

 
 
En constancia de lo anterior firman: 

 
 
 

 
 

    ROBERTO FERRO ESCOBAR                        FANNY DEL ROCIO IBARRA CERON 
Miembro del comité evaluador   Miembro del comité evaluador 

 
 

 
ELIZABETH CAICEDO MADROÑERO 

Miembro del comité evaluador 
 



Señores: 

UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS 

E.S.D. 

 

 

 

Ref: Reclamación valoración hoja de vida e inhabilidad. 

 

 

Reciban un Cordial saludo. 

De manera muy respetuosa me dirijo a usted con el fin de realizar reclamación a lo 

dispuesto en el acta 07 de 2021, siendo esta reclamación en dos sentidos, la 

primera respecto a la presunta inhabilidad que ustedes me indilgan y que generó 

que ustedes me retiraran del proceso y la segunda respecto a la calificación y 

ponderación dada a mi hoja de vida, acción sobre la cual solicito recalificación, pues, 

se está cometiendo un perjuicio sobre mi aspiración e integridad jurídico, desafiando 

así, el orden constitucional y legitimo vigente. Esto lo hago teniendo en cuenta los 

siguientes: 

 

I. HECHOS 

1. El día 27 de agosto de 2021, mediante resolución 034 la mesa directiva de la 

Asamblea Departamental abrió convocatoria para elegir Contralor General de 

Santander y de igual manera en este mismo acto administrativo convocaba a 

instituciones universitarias acreditadas para realizar tal proceso, siendo elegida 

posteriormente la Universidad Distrital Francisco José de Caldas. 

2. En la resolución 034 de 2021 la mesa directiva de la duma departamental 

estableció los días 8, 9 y 10 de septiembre como los términos para realizar la 

respectiva inscripción, la cual debía realizarse mediante correo electrónico en la 

dirección cpcontralor@asambleadesantander.gov.co. Observando que el 

dominio no es de la Universidad sino de la Asamblea Departamental, pues, tal 

Universidad empezó a tener vigencia como contratista del proceso a partir del 

03 de septiembre de 2021. 

3. Cumpliendo con los requisitos establecidos, me inscribí vía correo electrónico el 

día 10 de septiembre a las 15:12 horas, anexando dos documentos adjuntos, 

uno llamado Carta de entrega Documentos Walther Mayger Duarte Gómez 

conteniendo un folio, teniendo como peso 123 KB y otro llamado Documentos 

inscripción Walther Mayger Duarte Gómez que contenía 42 folios y cuyo peso 

era de 10MB. 

4. Finalizando el tiempo de inscripción, el día 10 de septiembre de 2021 en la 

página de la Asamblea Departamental de Santander se publicó el acta 01 de la 

Universidad Distrital Francisco José de Caldas en donde se manifestaba que se 

habían inscrito 59 candidatos y que no fueron admitidos 4 más, pues, según la 

universidad, estos no habían hecho la inscripción en el tiempo y hora indicados. 

5. Una vez revisados los documentos allegados por los candidatos, el día 13 de 

septiembre de 2021 la Universidad Distrital Francisco José de Caldas publicó el 

acta 02, en donde manifestaba los números de cedula de quienes fueron 

admitidos estando en esta lista 41 personas, existiendo en dos de ellos una 

particularidad, pues, uno de ellos es en la actualidad el Jefe de Control Interno 

mailto:cpcontralor@asambleadesantander.gov.co


de la Empresa de Servicios Públicos de Santander (ESANT), la cual es una 

empresa descentralizada por servicios de la rama ejecutiva del nivel 

Departamental y el segundo, había sido asesor del Despacho del Gobernador 

de Santander hasta el 5 de enero del presente año.  

6. Por otra parte, cabe resaltar que yo me encontraba entre los que fueron 

admitidos. 

7. De igual manera, en el acta también se mencionaban el número de identificación 

de 19 aspirantes, que, según la universidad, no cumplían con los requisitos y por 

lo tanto, no eran admitidos, siendo particularmente llamativo que a 8 de los 19 

participantes inhabilitados se les descalificaba por tener vínculos con órganos 

de control, así mismo, llama más la atención que a la Contralora Municipal (e) 

de Barrancabermeja (identificada con cedula de ciudadanía 1.096.188.936) se 

le incluye dentro de las persona no admitidas y que más adelante será tenido en 

cuenta este caso. Los argumentos esgrimidos se dispusieron de la siguiente 

manera en el acta 02: 

 

1.  91.247.088 Cargo actual Subcontralor 

2.  1.093.884.205  Cargo actual Contralor municipal 

3.  91.076.721  Cargo actual Profesional especializado en 
la Contraloría de Santander 

4.  1.098.671.769  Cargo actual Auditor de la Contraloría de 
Santander 

5.  13.511.220  Cargo actual Profesional Universitario de la 
Contraloría 

6.  91.542.551  Cargo actual Contralor Provisional 

7.  79.939.354  Cargo actual Contralor encargado 

8.  1.096.188.936  Cargo actual Contralor Municipal 
 

9. La Resolución 034 de 2021 establecía un término de dos días para presentar la 

respectiva reclamación sobre lo estipulado por la Universidad Distrital en el acta 

02, en donde se manifestaba quienes habían sido aceptados y quiénes no. 

10. El día 16 de septiembre la Universidad Distrital Francisco José de Caldas dio a 

conocer en la página de la Asamblea Departamental de Santander el acta 03, 

allí se dejaron en firme a 52 participantes, entre los cuales estaban los 8 a los 

que hago referencia en el numeral 6, de igual manera, se manifiesta el lugar 

donde se aplicaría la prueba y la hora, siendo esta las 8:30 a.m. del día 21 de 

septiembre de 2021. 

11. El día 21 de septiembre, las pruebas se realizaron con dos horas de retraso, 

pues, según manifestó el asesor Jurídico de la Asamblea Departamental, la 

Asamblea había tenido un inconveniente logístico y que este no era de resorte 

de la Universidad, pues, tal institución educativa no intervenía en esa parte 

concerniente a la logística. 

12. El mismo día 21 de septiembre se realizaron las pruebas para elegir Contralor 

del municipio de Girón, que es un municipio que hace parte del área 

metropolitana y queda a una media hora de Bucaramanga. 

13. Teniendo en cuenta que la prueba empezó pasadas las 10 de la mañana dos 

personas que estaban presentando las pruebas en Girón alcanzaron a llegar a 

presentar las pruebas de Santander. 

14.  El día 23 de septiembre sobre las 8:15 p.m. se dieron a conocer los resultados 

de las pruebas, allí se anotaban los números de identificación de los aspirantes 

y el respectivo resultado y en un cuadro posterior se ubicaron a quienes pasaron 

la media exigida para continuar en concurso. 

15. Entre los cinco primeros puntajes nos ubicamos, Fredy Antonio Anaya, Andrea 

Lizeth Buitrago, actual Procuradora Provincial de Bucaramanga, John Jaime 

Ruiz, quien fue asesor del despacho del gobernador hasta el 5 de enero del año 



2021, Reynaldo Mateus, que se desempeña en la actualidad como jefe de 

Control Interno de la Empresa de Servicios Públicos de Santander (ESANT) y yo 

quien en la actualidad soy el jefe de la Oficina Jurídica de la Contraloría General 

de Santander. 

16. Sobre las pruebas de conocimiento se dieron dos días para realizar las 

correspondientes reclamaciones. 

17. En este periodo elevé solicitud para que estudiara la pertinencia en la 

continuidad del jefe de Control Interno de la ESANT, pues, este ente es 

descentralizada por servicios de la rama ejecutiva de nivel departamental y a su 

vez es sujeto de Control de la Contraloría General de Santander. 

18. Sobre esta solicitud la Universidad manifiesta que de buena fe admitieron al 

participante en cuestión, pues, este, había firmado una declaración juramentada 

en donde decía que no están inhabilitado. 

19. La Universidad Distrital envió un oficio en donde se manifestaba que quien 

quisiera revisar las pruebas podía ir a la ciudad de Bogotá en las instalaciones 

del alma mater y allí poder verlas. 

20. Según el cronograma de la resolución 034 de 2021, los días 29 y 30 de 

septiembre se revisarían las hojas de vida a fin de emitir las evaluaciones sobre 

estas. 

21. El 01 de octubre de 2021 en horas de la noche mediante la página web de la 

Asamblea Departamental se publicó el resultado de las evaluaciones de las 

hojas de vida. Allí encontré con sorpresa, que no me tenían en cuenta cerca de 

111 meses de experiencia en control fiscal, control interno y auditorías, así como, 

más de 12 meses de experiencia profesional; aparte de esto, se emite un listado 

en donde se nos descalifica a seis participantes teniendo como premisa lo 

siguiente: 

 
“(…) 

Una vez realizada la revisión de las hojas de vida, los soportes de experiencia laboral 

de los aspirantes y teniendo en cuenta la ley 330 de 1996 artículo 6° literal C, 

Resolución 0728 de 2019 Contraloría General de la República, Concepto 009321 de 

2020 Departamento Administrativo de la Función Pública, Decreto No. 264 DE 2000, 

Sentencia C-147 de 1998 y la Cartilla de la Administración Pública y con base en el 

punto 6 de la Resolución de encuentra establecido “son causales de inadmisión y 

de exclusión de la convocatoria pública, las siguientes: b. Estar incurso en alguna 

de las causales de inhabilidad, incompatibilidad, prohibiciones, conflicto de interés o 

impedimento establecidas en la Constitución Política y/o la Ley, para ocupar el 

empleo público. 

PARÁGRAFO: Las anteriores causales de exclusión serán aplicadas al aspirante, 

en cualquier momento de la convocatoria, en forma inmediata, cuando se 

compruebe su ocurrencia, sin perjuicio de las acciones, penales, disciplinarias, 

judiciales y/o administrativas a que haya lugar, que serán instauradas a los 

respectivos órganos de control”; los siguientes aspirantes se encuentran 

inhabilitados y no pueden continuar en el proceso de la convocatoria pública para 

proveer el cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-2025”.  

 

22. De los seis participantes descalificados tres pertenecemos a órganos de Control 

Fiscal, llamado poderosamente la atención que nuevamente excluyen a la 

Contralora Municipal (E) de Barrancabermeja, quien en el acta dos había sido 

excluida por ser de un órgano de control fiscal y nuevamente incluida tras la 

reclamación en el acta tres, igualmente esta una persona que pertenece a la 

Procuraduría Provincial, otro que labora en la actualidad como jefe de Control 

Interno en un ente descentralizado por servicios de la rama ejecutiva del orden 

departamental (ESANT) y el ultimo que laboró hasta el 5 de enero del presente 

año en la rama ejecutiva del orden Departamental, al desempeñarse como 



asesor de la Gobernación de Santander. La tabla de explicativa, que en realidad 

no tiene una explayada motivación, es la siguiente: 

 

 

No. 
 

NUMERO DE CEDULA 
 

NOMBRES Y APELLIDOS 
 

INHABILIDAD 

 
1 

 
91.541.591 

JOHN JAIME RUIZ MACIAS Cargo Asesor código 105 
grado 01 

 
2 

 
37.752.313 

ANDREA LIZETH BUITRAGO 
JIMÉNEZ 

Cargo procurador provincial 
código OPP-EF 

 
 

 
3 

 
 
 

91.289.178 

REYNALDO MATEUS BELTRÁN Cargo jefe de control 
interno de la empresa de 
Servicios Públicos de 

Santander ESANT S.A E.S.P. 

 
4 

 

91.511.660 
WALTHER MAYGER DUARTE 
GÓMEZ 

Cargo jefe oficina jurídica 
Código 006 grado 01 

 
 

 
5 

 
 
 

1.096.188.936 

SANDRA PAOLA LEÓN DÍAZ Cargo director de 
responsabilidad fiscal y 
jurisdicción coactiva código 
009 grado 1 

 

 
6 

 
 
79.305.170 

REINALDO GÓMEZ RODRÍGUEZ Cargo director técnico de 
fiscalización código 009 
grado 01 

 

23.  No se da una explicación más allá de la que se menciona en el cuadro. Para mi 

caso en concreto, solo se dice que soy jefe de oficina Jurídica, sin indicar que 

esta oficina es de la Contraloría General de Santander, que es un organismo de 

control. 

24. Igualmente se observa que un funcionario de la Contraloría General de 

Santander no fue excluido, quedando en este momento de tercero, de acuerdo 

a la calificación que otorga la Universidad. 

 

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS JURIDICOS 

Una vez revisados los hechos se encuentra que existen dos aristas y elementos 

sobre los cuales elevó mi reclamación, toda vez que hay serias inconsistencias 

apreciativas, siendo  el primero la presunta inhabilidad que manifiesta el equipo 

evaluador y el segundo es lo referente a la calificación y los ítems tomados en 

cuenta, para el resultado. 

Para tales efectos la disertación se hará en dos tiempos: 

 

2.1. INHABILIDAD PARA EJERCER EL CARGO DE CONTRALOR 

TERRITORIAL: 

La Constitución Colombiana de 1991 introdujo el Estado Social de Derecho, en ese 

en  ese sentido estableció su artículo primero que “Colombia es un Estado social de 

derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 

autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 

fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 

personas que la integran y en la prevalencia del interés general.” Lo cual establece 

de plano que existe una descentralización y que está tiene cabida de manera 

Territorial, dotando de autonomía a sus entes, pero conservando la unidad de 



Republica, por lo tanto, su organización estatal, puede llevarse bajo el principio de 

la descentralización a los territorios.  En ese sentido y siguiendo el concepto de 

Estado social de Derecho se plantea la separación de poderes de la que habló 

primigeniamente Montesquieu, basándose en la teoría de pesos y contra pesos que 

busca el equilibrio del Estado1. Es así como en el artículo 113 de la Carta 

Constitucional Colombiana se establecen plenamente las ramas del poder público 

a fin de clarificar la separación de poderes que tiene como elemento el Estado Social 

de Derecho, mencionando así este aparte que: 

“Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial.” 

(…) 

Ahora, manteniendo el precepto de la descentralización en el marco de Republica 

Unitaria,  el legislador definió en el artículo 39 de la Ley 489 de 1998 quienes hacían 

parte de la rama ejecutiva de los niveles territoriales, es así como manifiesta que: 

“ARTICULO 39. INTEGRACION DE LA ADMINISTRACION PÚBLICA. 

La Administración Pública se integra por los organismos que 

conforman la Rama Ejecutiva del Poder Público y por todos los demás 

organismos y entidades de naturaleza pública que de manera 

permanente tienen a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones 

administrativas o la prestación de servicios públicos del Estado 

colombiano. 

La Presidencia de la República, los ministerios y los departamentos 

administrativos, en lo nacional, son los organismos principales de la 

Administración. 

 

Así mismo, los ministerios, los departamentos administrativos y las 

superintendencias constituyen el Sector Central de la Administración 

Pública Nacional. Los organismos y entidades adscritos o vinculados a 

un Ministerio o un Departamento Administrativo que gocen de 

personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio o 

capital independiente conforman el Sector Descentralizado de la 

Administración Pública Nacional y cumplen sus funciones en los 

términos que señale la ley. 

Las gobernaciones, las alcaldías, las secretarías de despacho y los 

departamentos administrativos son los organismos principales de la 

Administración en el correspondiente nivel territorial. Los demás les 

están adscritos o vinculados, cumplen sus funciones bajo su 

orientación, coordinación y control en los términos que señalen la ley, 

las ordenanzas o los acuerdos, según el caso. 

(…).” 

Es claro entonces, que las Gobernaciones, Alcaldías y entidades descentralizadas 

por servicios son las integrantes de la rama Ejecutiva en el nivel territorial. 

No obstante la discriminación de las ramas del poder que realiza el primer párrafo 

del artículo 113 de la Constitución, manteniendo la teoría de los pesos y contrapesos 

que busca el equilibrio del Estado, el Constituyente avanzó hacía el estado 

Contemporáneo que no solo se queda en los tres poderes, sino también concibió la 

forma de ejercer control sobre las administraciones, es así como, establece en su 

organización no solo las tres ramas, sino habló de los órganos autónomos que 

 
1 Charles Louis de Secondat, señor de la Brède y barón de Montesquieu, El espíritu de las Leyes. Francia 1748 



gozan de independencia y que por lo tanto no integran ninguna de las ramas sino, 

son tenidos en cuenta como elementos del Estado, que no tienen relación alguna 

con el legislativo el ejecutivo o el judicial. En tal sentido, el mencionado artículo 113 

a renglón seguido manifiesta que: 

“Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 

independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del 

Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas 

pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines.” 

En este sentido la organización del Estado Colombiano trasciende más allá de las 

tres ramas del poder público lo terminan de configurar los Órganos Autónomos 

independientes, la organización electoral, los Órganos de Control y con la 

implementación de los acuerdos de paz de 2016 ingresa el sistema de verdad, 

justicia y reparación2. 

Ha quedado plenamente claro, que los órganos de control son autónomos e 

independientes, término que ha sido caracterizado y conceptualizado por la Corte 

Constitucional en su sentencia C-401 de 2001 al plantear que: 

La Corte ha destacado que la autonomía que la Constitución 

Política otorga a determinados organismos significa, 

básicamente, i) no pertenencia a alguna de las ramas del Poder, ii) 

posibilidad de actuación por fuera de las ramas del Poder y por ende 

actuación funcionalmente independiente de ellas, iii) titularidad de una 

potestad de normación para la ordenación de su propio funcionamiento 

y el cumplimiento de la misión constitucional encomendada. La 

autonomía constitucionalmente otorgada marca un límite a la acción de 

los órganos de las Ramas del Poder sobre los órganos definidos 

constitucionalmente como autónomos. (Subrayado y resaltado fuera de 

texto). 

Ya teniendo más claro aún el total deslinden que existe entre las ramas y los 

órganos autónomos, entre ellos lo órganos de control, debemos acudir nuevamente 

a la carta magna en donde el constituyente nos dice clara y específicamente en el 

artículo 117 que “El Ministerio Público y la Contraloría General de la República son 

órganos de control”. Ahora, teniendo en cuenta el artículo 272 de la Constitución de 

1991 que establece que “Los contralores departamentales, distritales y municipales 

ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor 

General de la República en el artículo 268 en lo que sea pertinente, según los 

principios de coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El control ejercido por la 

Contraloría General de la República será preferente en los términos que defina la 

ley.”, la Contraloría General de la República y las Contralorías territoriales 

(entendiéndose por estas a las Contralorías Distritales, Departamentales y 

Municipales) son órganos de Control Autónomos teniendo en cuenta el artículo, es 

decir, que no pertenecen a ninguna de las tres ramas del poder. 

Teniendo claro, que los órganos de Control en donde están integradas las 

contralorías territoriales no pertenecen a ninguna rama, es procedente seguir 

observando el artículo 272, que establece tácitamente las inhabilidades para ejercer 

como contralor territorial, en ese sentido esta norma ha dispuesto que se puede ser 

Contralor territorial, que para el caso que nos ocupa sería Contralor General de 

Santander cuando se es “(…)colombiano por nacimiento, ciudadano en ejercicio, 

tener más de veinticinco años, acreditar título universitario y las demás calidades 

 
2 La Función pública ha construido un manual didáctico para entender con mayor facilidad la organización del 
estado y se puede consultar en el siguiente link: 
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/manual-estado/index.php 



que establezca la ley.”  , igualmente, manifiesta ciertas prohibiciones para ser 

elegido Contralor Territorial, la primera que no existe reelección, es decir, que quien 

hubiese ocupado el cargo en propiedad no se puede elegir para el periodo 

inmediatamente siguiente al que ocupó, igualmente el artículo 272 de la 

Constitución manifiesta otra prohibición la cual es que “No podrá ser elegido quien 

sea o haya sido en el último año miembro de la Asamblea o Concejo que deba hacer 

la elección, ni quien haya ocupado cargo público en la rama ejecutiva del orden 

departamental, distrital o municipal.” (Subrayado y negrilla fuera de texto), 

dejando claro y concreto, sin dejar nada a interpretaciones que la prohibición esta 

para quienes hubiesen ejercido el cargo de contralor y se quiere elegir en el periodo 

inmediatamente siguiente y para quienes hubiesen ocupado cargo público en el 

último año en la rama ejecutiva del orden departamental distrital o municipal , lo cual 

traduce esto, a la luz de los esbozado en la ley 489 de 1998, que tendrán inhabilidad 

los que hubiesen ocupado un cargo en las respectivas Gobernaciones, Distritos, 

Alcaldías o entidades vinculadas con estas, MAS NO, los que integran los órganos 

autónomos y de control, teniendo en cuenta como ya se ha dicho repetitivamente 

que son órganos que no pertenecen a las ramas del poder.  

No obstante lo disertado en el párrafo anterior y para no dejar abierta a discusión 
alguna, el departamento Administrativo de la Función Pública que según el artículo 
15 de la resolución 0728 de 2019 es “la autoridad técnica competente para 
conceptuar sobre la aplicación e interpretación de las normas que rigen los procesos 
de convocatoria para la elección de contralores territoriales” estableció en concepto 
del 7 de mayo de 2021 dirigido al Presidente del Consejo Nacional de Contralores 
y que tiene como radicado 20216000160551, que: 
 

“De acuerdo con la Carta (artículos 117 y 119), la Contraloría General 
de la República es uno de los órganos de control del Estado, de 
carácter técnico, con autonomía administrativa y presupuestal para 
administrar sus asuntos en los términos y en las condiciones 
establecidas en la Constitución y en las leyes, y ejerce de forma 
prevalente y en coordinación con las contralorías territoriales, la 
vigilancia sobre la gestión fiscal y los resultados de la administración y 
manejo de los recursos nacionales que se transfieran a cualquier título 
a las entidades territoriales.  
 
Esto significa que los empleados que laboran en las contralorías 
territoriales, no hacen parte de la rama ejecutiva de la entidad territorial, 
para el caso en estudio, el Departamento. (Subrayado fuera de texto) 
  
Por su parte, la Ley 330 de 1996, <<Por la cual se desarrolla 
parcialmente el artículo 308 de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones relativas a las Contralorías Departamentales” establece: 
  
ARTÍCULO 6o. INHABILIDADES. No podrá ser elegido Contralor 
quien:  
a) Haya sido Contralor de todo o parte del período inmediatamente 
anterior, como titular o como encargado; Texto subrayado declarado 
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia 
1372 de 2000. 
 
b) Haya sido miembro de los Tribunales que participaron en su 
postulación, dentro de los tres años anteriores;  
 
c) Durante el último año haya ocupado cargo público del orden 
departamental, distrital o municipal, salvo la docencia; Literal 
declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante 



Sentencia C-147 de 1998, en cuanto al texto subrayado dispuso 
estarse a lo resuelto en Sentencia C-509-97.  
 
d) Sea o haya sido miembro de la Asamblea en el último año;  
 
e) Estarán igualmente inhabilitados quienes en cualquier época hayan 
sido condenados penalmente a pena privativa de la libertad, excepto 
por delitos políticos o culposos. Texto subrayado declarado 
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-509 
de 1997.  
 
No se podrá nombrar en ningún cargo de la Contraloría a los 
Diputados, a los Magistrados que hubieren intervenido en la 
postulación, elección del Contralor, ni al cónyuge, compañero o 
compañera permanente de los mismos, ni a sus parientes hasta el 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 
La infracción de lo dispuesto en este artículo constituye causal de mala 
conducta.  
 
El Contralor sólo asistirá a las juntas directivas de las entidades 
descentralizadas del orden departamental o municipal cuando sea 
expresamente invitado con fines específicos y no tendrá derecho a 
votar.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del 
Contralor quienes se hallen dentro del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil respecto de los candidatos.  
PARÁGRAFO. Quien haya ocupado en propiedad el cargo de 
Contralor Departamental no podrá desempeñar empleo oficial alguno 
en el respectivo departamento, salvo la docencia, ni ser inscrito como 
candidato a cargos de elección popular, sino un año después de haber 
cesado en sus funciones.>> 
 
De acuerdo con las normas en cita, para que surja la inhabilidad 
para ser contralor departamental deben concurrir las siguientes 
circunstancias:  
-. Haber sido Contralor de todo o parte del periodo 
inmediatamente anterior.  
-. Haber sido miembro de la Asamblea  
-. Haber ejercido un cargo público en la rama ejecutiva del orden 
departamental, distrital o municipal.  
-. Que haya desempeñado alguno de los cargos citados durante el 

último año previo a la elección” (subrayado y negrilla fuera de texto).  

Pensar que existe una inhabilidad por ejercer como jefe de la oficina Jurídica de la 

Contraloría General de Santander que es un órgano de control, sería desconocer 

por completo el orden Constitucional imperante, al igual que sería desconocer lo 

preceptuado por el Departamento Administrativo de la Función pública que es el 

órgano consultivo legítimamente establecido por la ley y de plano se estaría ante un 

perjuicio de los derechos fundamentales consagrados por la Carta Política, pues, 

no poseo inhabilidad alguna y tampoco tengo injerencia sobre los diputados, ni 

sobre la institución que realiza la convocatoria. 

 

2.2. CALIFICACIÓN Y PONDERACIÓN DE HOJA DE VIDA. 

Sobre el presente tema en discusión, es pertinente revisar ítem por ítem la 

evaluación a fin poder dar la mayor claridad sobre la reclamación. 



2.2.1. Formación Profesional: 

En este factor la Universidad me da un puntaje de 70, lo cual corresponde con la 

información aportada, pues, en los folios, 14, 15 y 16 respectivamente se 

encuentran las copias del diploma de la Especialización en Derecho Público 

realizada en la Universidad Autónoma de Bucaramanga, título que confieren 30 

puntos y la copia del diploma y el acta de la Maestría en Derecho Realizada en la 

Universidad Pontificia Bolivariana de Bucaramanga, que otorga 40 puntos, sumando 

efectivamente en total 70 puntos.  

 

2.2.2. Experiencia Profesional: 

Para este ítem la resolución 0728 de 2019 expedida por la Contraloría General de 

la República y la resolución 034 de 2021 suscrita por la mesa directiva de la 

Asamblea del Departamento de Santander establece una ponderación extra para la 

experiencia relacionada con el cargo, dotando de 10 puntos estableciendo que “Por 

experiencia específica en auditorías a la gestión de entidades públicas, en vigilancia 

y control fiscal o control interno, se otorgarán 1O puntos por cada año acreditado.” 

(Subrayado fuera de texto), así mismo, establecen estos marcos normativos, que 

por experiencia profesional se otorgarán 5 puntos por cada año acreditado, esto en 

cuanto a la experiencia que no es relacionada. 

Revisando el acta 07 de 2021 realizada por la Universidad Distrital Francisco José 

de Caldas el equipo calificador me calificó con 35 puntos, situación que no 

corresponde con la realidad y los documentos aportados, pues, si se revisa el folio 

19 de los documentos anexos, se puede observar el certificado expedido el 02 de 

septiembre de 2021 por la Secretaría General de la Contraloría General de 

Santander se puede dilucidar que: 

1. Laboré como Auditor fiscal en esta institución desde el 23 de enero del 2014 

hasta el 30 de enero de 2020, esto significa que contando de acuerdo a lo 

que estipula el cuadro de hoja de vida de la función pública laboré como 

auditor fiscal por 72 meses y 7 días. 

2. Este mismo anexo o folio 19, estipula a renglón seguido que laboró en la 

Contraloría General de Santander como Jefe de La Oficina Jurídica desde el 

06 de febrero de 2020 hasta la fecha (para este caso se contaría hasta el 02 

de septiembre de 2021), es decir que tengo experiencia en tal cargo en este 

ente de control de 19 meses y 24 días. 

Sumando un total de experiencia en la Contraloría General de Santander de 92 

meses y un día. 

 

Ahora si se siguen observando los folios allegados en el correo del 10 de septiembre 

de 2021, se pueden encontrar los folios 28 y 29 en donde se especifica que laboré 

en la oficina de control interno del Instituto de vivienda de interés social de 

Bucaramanga prestando asesoría y acompañamiento del 06 de marzo de 2012 al 

05 de julio de 2012 (folio 28), es decir, que laboré 04 meses en la oficina de Control 

Interno prestando mis servicios profesionales; en el folio 29 se manifiesta 

igualmente, que mediante contrato 060 de 2012, laboré prestando mis servicios 

profesionales en la Oficina de Control Interno desde el 18 de julio al 17 de diciembre, 

es decir, 5 meses; finalmente en el folio 29, se certifica que mediante contrato 042 

de 2013 preste mis servicios profesionales a la Oficina de Control Interno desde el 

04 de febrero de 2013 hasta el 03 de diciembre de 2013, es decir 10 meses. 

Sumando esto un total de 19 meses de experiencia profesional laborando en 

Control interno. 



 

Teniendo en cuenta lo preceptuado por la resolución 0728 de 2019 expedida por la 

Contraloría General de Santander y la resolución 034 de 2021 expedida por la mesa 

directiva de la Asamblea del Departamento, tengo 119 meses de experiencia 

profesional relacionada, lo cual sería 9 años y 03 meses, que traducido al puntaje 

del que habla la norma, sería un puntaje de 92.46, lo que saldría de multiplicar 119 

meses por 0,833 que es lo que equivale el mes de experiencia relacionada por 

simple matemáticas. 

 

Ahora continuando con el anexo 28 se puede observar que el Instituto de vivienda 

e interés social de Bucaramanga INVISBU certifica que trabajé en tal institución 

mediante el contrato de prestación de servicios 035 como Abogado en la Oficina 

Jurídica desde el 17 de febrero de 2011hasta el 16 de junio de 2011, lo que significa 

que tuve 04 meses de experiencia profesional no relacionada; igualmente en el folio 

28 se certifica que mediante contrato 072 de 2011 preste mis servicios en la Oficina 

Jurídica desde el 30 de junio de 2011 hasta el 29 de noviembre de 2011, lo que 

significa que adquirí experiencia profesional de 5 meses. 

Sumando esto se puede dilucidar que aquí tendría 9 meses de experiencia 

profesional no relacionada. 

Finalmente, si se puede observar el folio 31 se podrán encontrar con una 

declaración juramentada realizada el 13 de noviembre de 2013, en donde manifiesto 

bajo la gravedad de juramento que desde el día 07 de mayo de 2010, he había 

venido desempeñando la labor como abogado litigante, lo que da fe de mi 

experiencia profesional. Ahora, es obvio y lógico que no se pueden computar 

tiempos iguales, por lo tanto, para este caso solo se puede computar los tiempos en 

los cuales no hay cruce con las certificaciones allegadas, por lo tanto, se debería 

computar desde el 05 de mayo de 2010 hasta el 16 de febrero de 2011 (esto porque 

ya está la experiencia del INVISBU desde el 17 de febrero de 2011), al hacer el 

cálculo se obtiene que se omitió la experiencia de 09 meses de experiencia no 

relacionada. Este cálculo lo hago de acuerdo a la declaración juramentada y a la 

fecha de expedición de la tarjeta profesional, pues, la norma rectora expedida por 

la función pública que en este caso es el Decreto 1083 de 2015 dice en su artículo  

2.2.2.3.7 que la “Experiencia Profesional. Es la adquirida a partir de la terminación 

y aprobación del pensum académico de la respectiva formación profesional, en el 

ejercicio de las actividades propias de la profesión o disciplina académica exigida 

para el desempeño del empleo.” Es decir, podría ser más tiempo. 

 

Teniendo en cuenta lo preceptuado por la resolución 0728 de 2019 expedida por la 

Contraloría General de Santander y la resolución 034 de 2021 expedida por la mesa 

directiva de la Asamblea del Departamento, tengo 18 meses de experiencia 

profesional relacionada, lo cual sería 01 años y 06 meses, que traducido al puntaje 

del que habla la norma, sería un puntaje de 07.38, lo que saldría de multiplicar 18 

meses por 0,41 que es lo que equivale el mes de experiencia no relacionada por 

simple matemáticas. 

 

Es decir, que una vez realizados los procesos aritméticos y sumando la experiencia 

relacionada (111 meses, que son iguales a 9 años y 03 meses) que dio como 

resultado 92.46, más el resultado de la experiencia profesional no relacionada (18 

meses que son iguales a 01 mes y 06 meses), que fue 07.83, se tiene que como 

total que mi experiencia profesional es de 99.84  y NO 35 como 



erróneamente me calificaron, pues, al parecer no me tuvieron en cuenta los 9 

años y 03 meses de experiencia relacionada en su totalidad y tampoco la 

experiencia no relacionada que es de 01 año y 06 meses. 

2.2.3. Experiencia Docente: 

Para este ítem la resolución 0728 de 2019 expedida por la Contraloría General de 

la República y la resolución 034 de 2021 suscrita por la mesa directiva de la 

Asamblea del Departamento de Santander establecen que “Por experiencia docente 

en instituciones de educación superior reconocidas por el Ministerio de Educación 

Nacional, se asignarán diez (10) puntos por cada año de servicio académico.” 

Al observar la ponderación hecha por la Universidad y sus calificadores se observa 

que me otorgaron 20 puntos, calificación que no concuerda con la realidad y los 

respectivos anexos que allegue para acreditarlo, pues, si se puede observar el folio 

17, allí las Unidades Tecnológicas de Santander, que es una institución acreditada 

por el Ministerio de Educación certifica que he trabajado durante 06 semestres y 

que en la actualidad soy docente de hora catedra, al sumar los 06 semestres ya 

concluidos, se puede dilucidar de manera muy sencilla que he prestado mis 

servicios como docente tres años, pues, la norma dice que prestar servicios. 

 

Como Conclusión la Calificación que se me ha dado en el acta 07, fue realizada de 

manera errónea, pues, por los tres años en los que he prestado mis servicios como 

docente, mi puntaje debe ser de 30 puntos 

2.2.4. Producción de obras: 

Para este ítem la resolución 0728 de 2019 expedida por la Contraloría General de 

la República y la resolución 034 de 2021 suscrita por la mesa directiva de la 

Asamblea del Departamento de Santander establecen que “Por la producción de 

obras en el ámbito fiscal con ISBN, se otorgarán 50 puntos por cada una cuando el 

aspirante sea el autor. En caso de ser coautor se otorgarán 20 puntos.” 

La Real Academia de la Lengua Española, define Coautor o Coautora como “Autor 

con otro u otros” y coautoría como “Participación como coautor en la realización de 

algo.”; respecto la autoría o coautoría el Instituto de Tecnologías educativas de 

España ha planteado que Cuando varios autores deciden crear una obra en un 

plano de igualdad se dice que nos encontramos ante una obra en colaboración o 

colectiva, es llamada comúnmente como “coautoría.”  

La ley 23 de 1982 ha establecido en el Artículo 8º.- Modificado por el art. 2, Ley 

1520 de 2012, que: 

(…) 
Obra colectiva: la que sea producida por un grupo de autores, por iniciativa y bajo 
la orientación de una persona natural o jurídica que la coordine, divulgue y publique 
bajo su nombre. 
(…) 
 
Igualmente establece que para ser considerado autor o participe de una obra se 
tratar como tal a “(…) la persona cuyo nombre, seudónimo, iniciales, o cualquier otra 
marca o signos convencionales que sean notoriamente conocidos como 
equivalentes al mismo nombre, aparezcan impresos en dicha obra o en sus 
reproducciones, o se enuncien” 
 
Teniendo esto claro y transportándonos a la tabla de calificación dada en el acta 07 
de 2021 se puede encontrar que en este ítem mi calificación fue de “0”, situación 
que no corresponde ni a la realidad fáctica ni jurídica, pues, en el folio 32 anexo la 



certificación de la Contraloría General del Cauca en donde dan al certificación como 
ente compilador3  que presente junto a otra persona el artículo “La verdad sabida y 
la buena fe guardada en la pandemia COVID-19”, articulo que fue publicado en el 
libro “Control Fiscal, Social y político”,  libro que es la compilación de varios artículos 
sobre control fiscal y del cual se entiende que soy coautor por tener allí inmerso una 
producción intelectual mía y a su vez mencionarlo tanto el compilador como el libro, 
ya que, mi nombre aparece allí. De igual manera cabe resaltar que tal producción 
fue virtual y que tiene registro ISBN, cuyo número es 978-958-53133-0-9, es decir 
que se cumple con todos los parámetros, para mayor claridad y pese a que no se 
exige la presentación del texto lo anexo al presente oficio en donde puede observar 
mi aporte en . 
 
Teniendo en cuenta esto, la universidad tuvo un yerro al no darme la debida 
puntuación por coautoría, lo cual significaría que debían adjudicarme 20 puntos. 
 

En conclusión, mi puntaje es de 20 puntos en producción de obras y NO 0  

 
  

Teniendo en cuenta lo expuesto con los argumentos tanto facticos como jurídicos 

que están esbozados en los hechos y las consideraciones y fundamento jurídicos 

les solicitó que: 

 

III. PETICIÓN 

1. Se revoque la decisión tomada en el acta 07 de 2021 en donde se me excluyen 

del proceso convocado mediante la resolución 034 de 2021 expedida por la 

mesa directiva la Asamblea Departamental, por una presunta inhabilidad por ser 

jefe de la oficina Jurídica de la Contraloría General de Santander, teniendo 

entonces de presente, que no existe inhabilidad alguna para mi caso en 

concreto. 

2. Se revoque la calificación dada a mi hoja de vida y por ende se haga la respectiva 

corrección de acuerdo a lo expuesto anteriormente, haciendo por lo tanto 

recalificación. 

3. Se asignen los debido y correctos puntajes a los ítems de la calificación de hoja 

de vida 

4. Se ubiquen los puntajes correctos, siendo estos: 70 puntos por formación 

profesional, 99.84 por experiencia profesional, 30 puntos por 

experiencia docente y 20 puntos por producción de obras. 

Siendo mi puntaje final el de 74.97 

 

IV. ANEXOS 

Pantallazo del correo mediante el cual envíe mis documentos y realice la inscripción. 

Copia de los documentos que ya envié y que reposan en el correo 
cpcontralor@asambleadesantander.gov.co desde el 10 de septiembre de 2021. 

Copia digital del libro “Control Fiscal, Social y político” que tiene ISBN 978-958-
53133-0-9. 

 
3 Ley 23 de 1982, Artículo 8º.- Modificado por el art. 2, Ley 1520 de 2012: 
(…) 
Obra colectiva: la que sea producida por un grupo de autores, por iniciativa y bajo la orientación de una 
persona natural o jurídica que la coordine, divulgue y publique bajo su nombre. 
(…) 

mailto:cpcontralor@asambleadesantander.gov.co


 

V. NOTIFICACIONES 

Recibo Notificaciones en el Correo waltherduarte@gmail.com que es el correo del 
cual he recibido notificaciones para la convocatoria dada mediante resolución 034 
de 2021 expedida por la Asamblea de Santander 

 

Cordialmente. 

 

WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ 

C.C. 91.511.660 Expedida en Bucaramanga. 

 

Con copia a: Procuraduría General de la Nación. 

 Fiscalía General de la Nación. 

 Dr. CARLOS FELIPE CORDOBA LARRARTE – Contralor General de la República. 

 Dra. ALMA CARMENZA ERAZO MONTENEGRO- Auditora General de la República. 

 Diputados Asamblea del Departamento de Santander. 
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Respuesta reclamación verificación hoja de vida 
 

CARGO DE CONTRALOR GENERAL DE SANTANDER 

PERIODO 2022-2025. 
 

 
Bogotá, octubre 7 de 2021. 
 
Señor 
WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ  
Departamento de Santander  
E.S.D. 
 
Ref.: Respuesta reclamación verificación de evaluación de la hoja de vida. 
 
Cordial saludo. 
 
En respuesta a la reclamación incoada por usted, dentro del término establecido en el cronograma 
de la Resolución No. 034 de 27 de agosto de 2021, por medio del cual se efectúa convocatoria 
pública dirigida a la elección del Contralor General de Santander periodo 2022 – 2025 expedida por 
la Mesa Directiva de la Asamblea Departamental de Santander, me permito dar respuesta de 
siguiente manera: 
 
Definiciones.  
Para todos los efectos del proceso de selección, se tendrán en cuenta las siguientes definiciones:  

 
a) Educación: Es un proceso de formación permanente, personal, cultural y social que se 
fundamenta en una concepción integral de la persona humana, de su dignidad, de sus derechos y 
de sus deberes (Ley 115 de 1994, artículo 1).  
 
b) Educación Formal: Es aquella que se imparte en establecimientos educativos aprobados, en una 
secuencia regular de ciclos lectivos, con sujeción a pautas curriculares progresivas, conducente a 
grados y títulos (Ley 115 de 1994, artículo 10).  

 
c) Educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano: Se ofrece con el objeto de complementar, 
actualizar, suplir conocimientos y formar en aspectos académicos o laborales y conduce a la 
obtención de certificados de aptitud ocupacional. Comprende la formación permanente, personal, 
social y cultural, que se fundamenta en una concepción integral de la persona, que una institución 
organiza en un proyecto educativo institucional y que estructura en currículos flexibles sin sujeción 
al sistema de niveles y grados propios de la educación formal (artículo 2.6.2.2 del Decreto 1075 de 
2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Educación). Incluye los Programas de Formación 
Laboral y de Formación Académica.  
 
- Programas de Formación Laboral: Tienen por objeto preparar a las personas en áreas específicas 
de los sectores productivos y desarrollar competencias laborales específicas relacionadas con las 
áreas de desempeño referidas en la Clasificación Nacional de Ocupaciones, que permitan ejercer 
una actividad productiva en forma individual o colectiva como emprendedor independiente o 
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dependiente. Para ser registrado el programa debe tener una duración mínima de seiscientas (600) 
horas. Al menos el cincuenta por ciento (50%) de la duración del programa debe corresponder a 
formación práctica tanto para programas en la metodología presencial como a distancia (artículo 
2.6.4.1 del Decreto 1075 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Educación).  

 
- Los Programas de Formación Académica: Tienen por objeto la adquisición de conocimientos y 
habilidades en los diversos temas de la ciencia, las matemáticas, la técnica, la tecnología, las 
humanidades, el arte, los idiomas, la recreación y el deporte, el desarrollo de actividades lúdicas, 
culturales, la preparación para la validación de los niveles, ciclos y grados propios de la Educación 
Formal Básica y Media y la preparación a las personas para impulsar procesos de autogestión, de 
participación, de formación democrática y, en general, de organización del trabajo comunitario e 
institucional. Para ser registrados, estos programas deben tener una duración mínima de ciento 
sesenta (160) horas (artículo 2.6.4.1 del Decreto 1075 de 2015, Decreto Único Reglamentario del 
Sector Educación).  
 
d) Educación Informal: Se considera educación informal todo conocimiento libre y 
espontáneamente adquirido, proveniente de personas, entidades, medios masivos de 
comunicación, medios impresos, tradiciones, costumbres, comportamientos sociales y otros no 
estructurados (Ley 115 de 1994, artículo 43). Tiene como objetivo brindar oportunidades para 
complementar, actualizar, perfeccionar, renovar o profundizar conocimientos, habilidades, técnicas 
y prácticas. Hacen parte de esta oferta educativa aquellos cursos que tengan una duración inferior 
a ciento sesenta (160) horas. Su organización, oferta y desarrollo no requieren de registro por parte 
de la Secretaría de Educación de la entidad del Orden Nacional certificada y sólo darán lugar a la 
expedición de una constancia de asistencia. Para su ofrecimiento deben cumplir con lo establecido 
en el artículo 47 del Decreto Ley 2150 de 1995 (artículo 2.6.6.8 del Decreto 1075 de 2015, Decreto 
Único Reglamentario del Sector Educación).  
 
e) Área de Conocimiento: Agrupación que se hace de los programas académicos, teniendo en 
cuenta cierta afinidad en los contenidos, en los campos específicos del conocimiento, en los campos 
de acción de la educación superior cuyos propósitos de formación conduzcan a la investigación o al 
desempeño de ocupaciones, profesiones y disciplinas.  
 
f) Núcleos Básicos de Conocimiento – NBC: División o clasificación de un área del conocimiento en 
sus campos, disciplinas o profesiones esenciales. Contienen las disciplinas académicas o 
profesiones, de acuerdo con la clasificación establecida en el Sistema Nacional de Información de la 
Educación Superior – SNIES (Documento Metodológico de 2019 del SNIES, en concordancia con el 
Decreto 1083 de 2015, artículo 2.2.2.4.9).  

 
g) Experiencia: Se entiende por experiencia los conocimientos, las habilidades y las destrezas 
adquiridas o desarrolladas mediante el ejercicio de una profesión, arte u oficio (Decreto 1083 de 
2015, artículo 2.2.2.3.7).  
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Para efectos del presente proceso de selección, la experiencia se clasifica en Laboral, Relacionada, 
Profesional y Profesional Relacionada.   
 
h) Experiencia Laboral: Es la adquirida con el ejercicio de cualquier empleo, ocupación, arte u oficio 
(Decreto 1083 de 2015, artículo 2.2.2.3.7).  

 
i) Experiencia Relacionada: Es la adquirida en el ejercicio de empleos o actividades que tengan 
funciones similares a las del cargo a proveer (Decreto 1083 de 2015, artículo 2.2.2.3.7).  

 
j) Experiencia Profesional: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación del pensum 
académico de la respectiva formación profesional, en el ejercicio de las actividades propias de la 
profesión o disciplina académica exigida para el desempeño del empleo (Decreto 1083 de 2015, 
artículo 2.2.2.3.7).  

 
En el caso de las disciplinas académicas o profesiones relacionadas con el Sistema de Seguridad 
Social en Salud, la experiencia profesional se computará a partir de la inscripción o registro 
profesional.  
 
En el caso de las disciplinas académicas o profesiones relacionadas con Ingeniería, la Experiencia 
Profesional se computará de la siguiente manera:  
 
- Si el aspirante obtuvo su título profesional antes de la vigencia de la Ley 842 de 2003, la Experiencia 
Profesional se computará a partir de la terminación y aprobación del pensum académico respectivo.  

 
- Si el aspirante obtuvo su título profesional posterior a la vigencia de la Ley 842 de 2003, la 
Experiencia Profesional se computará a partir de la fecha de expedición de la Matrícula Profesional.  
 
k) Experiencia Profesional Relacionada: Es la adquirida a partir de la terminación y aprobación del 
pensum académico de la respectiva formación profesional, en el ejercicio de empleos o actividades 
que tengan funciones similares a las del empleo a proveer.  
 
Condiciones de la documentación para la Verificación de Requisitos Mínimos. Certificación de 
Educación.  
 
Los Estudios se acreditarán mediante la presentación de certificaciones, diplomas, actas de grado o 
títulos otorgados por las instituciones correspondientes. Para su validez requerirán de los registros 
y autenticaciones que determinen las normas vigentes sobre la materia.  
 
La Tarjeta Profesional o Matrícula correspondiente, según sea el caso, excluye la presentación de 
los documentos enunciados anteriormente.  
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Teniendo en cuenta que la Tarjeta Profesional o Matrícula correspondiente es un requisito de ley 
indispensable para el ejercicio de la profesión se debe presentar al momento de la inscripción como 
lo exige la convocatoria.  
 
A continuación, se precisan los requerimientos de la documentación aportada para valorar la 
Educación:  
 
Títulos y certificados obtenidos en el exterior. Para la verificación de cumplimiento de requisitos 
mínimos, los estudios realizados y los títulos obtenidos en el exterior requerirán estar apostillados 
o legalizados y traducidos al idioma español, de acuerdo con los requerimientos establecidos en la 
Resolución No. 10547 del 14 de diciembre de 2018 del Ministerio de Relaciones Exteriores.  

 
Quienes hayan adelantado estudios de pregrado o de postgrado en el exterior, podrán acreditar el 
cumplimiento de estos requisitos con la presentación de los certificados expedidos por la 
correspondiente institución de educación superior, el aspirante deberá presentar los títulos 
debidamente homologados.  
 
En la prueba de Valoración de Antecedentes sólo se tendrá en cuenta la profesional, posgrados, 
maestrías, doctorados y producción intelectual relacionadas con las funciones del respectivo 
empleo y serán puntuadas conforme a lo establecido el acápite de Valoración de Antecedentes de 
la Resolución 034 DE 27 DE AGOSTO DE 2021. 
 
Certificación de la Experiencia:  
 
Los certificados de experiencia en entidades públicas o privadas, deben indicar de manera expresa 
y exacta (artículos 2.2.2.3.8 del Decreto 1083 de 2015):  

 

• Nombre o razón social de la entidad que la expide.  

• Empleo o empleos desempeñados con fechas de inicio y terminación para cada uno de ellos 
(día, mes y año), evitando el uso de la expresión “actualmente”.  

• Funciones de cada uno de los empleos desempeñados, salvo que la ley las establezca.  

• En los casos en que la ley establezca las funciones del cargo o se exija solamente Experiencia 
Laboral o Profesional, no es necesario que las certificaciones las especifiquen.  

• Las certificaciones deberán ser expedidas por la autoridad competente o quienes hagan sus 
veces.  

• Para el caso de certificaciones expedidas por personas naturales, las mismas deberán llevar 
la firma, antefirma legible (nombre completo) y número de cédula del empleador 
contratante, así como su dirección y teléfono.  

• La experiencia acreditada mediante Contratos de Prestación de Servicios, deberá ser 
soportada con la respectiva certificación de la ejecución del contrato o mediante el Acta de 
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Liquidación o Terminación, precisando las actividades desarrolladas y las fechas de inicio y 
terminación de ejecución del contrato (día, mes y año).  

• En los casos en que el aspirante haya ejercido su profesión o actividad en forma 
independiente o en una empresa o entidad actualmente liquidada, la experiencia se 
acreditará mediante declaración del mismo, siempre y cuando se especifiquen las fechas de 
inicio y de terminación (día, mes y año), el tiempo de dedicación (en horas día laborable, no 
con términos como “dedicación parcial”) y las funciones o actividades desarrolladas, la cual 
se entenderá rendida bajo la gravedad del juramento.  

• Cuando se presente experiencia adquirida de manera simultánea en una o varias 
instituciones (tiempos traslapados), el tiempo de experiencia se contabilizará por una sola 
vez.  

• Para la contabilización de la Experiencia Profesional a partir de la fecha de terminación y 
aprobación de materias, deberá adjuntarse la certificación expedida por la institución 
educativa, en que conste la fecha de terminación y la aprobación de la totalidad del pensum 
académico. En caso de no aportarse, la misma se contará a partir de la obtención del título 
profesional.  
Es importante que los aspirantes tengan en cuenta:  

• Las certificaciones que no reúnan las condiciones anteriormente señaladas no serán tenidas 
como válidas y, en consecuencia, no serán objeto de evaluación dentro del proceso de 
selección, ni podrán ser objeto de posterior complementación o corrección.  

• No se deben adjuntar Actas de Posesión ni documentos irrelevantes para demostrar la 
experiencia. No obstante, las mencionadas certificaciones podrán ser validadas en pro de 
garantizar la debida observancia del principio de mérito en el proceso de selección.  

 
Frente a las inhabilidades para ser contralor departamental, la Constitución Política, en su artículo 
272, modificado por el artículo 4° del Acto Legislativo No. 4 del 18 de septiembre de 2019, señala:  
 
“ARTÍCULO 272. La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde 
haya contralorías, corresponde a éstas en forma concurrente con la Contraloría General de la 
República.  
 
La vigilancia de los municipios incumbe a las contralorías departamentales, salvo lo que la ley 
determine respecto de contralorías municipales.  
 
La ley regulará las competencias concurrentes entre contralorías y la prevalencia de la Contraloría 
General de la República.  
 
Corresponde a las asambleas y a los concejos distritales y municipales organizar las respectivas 
contralorías como entidades técnicas dotadas de autonomía administrativa y presupuestal, y 
garantizar su sostenibilidad fiscal. 
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La Auditoría General de la República realizará la certificación anual de las contralorías territoriales a 
partir de indicadores de gestión, la cual será el insumo para que la Contraloría General de la 
República intervenga administrativamente las contralorías territoriales y asuma competencias 
cuando se evidencie falta de objetividad y eficiencia.  
 
Los contralores departamentales, distritales y municipales ejercerán, en el ámbito de su jurisdicción, 
las funciones atribuidas al Contralor General de la República en el artículo 268 en lo que sea 
pertinente, según los principios de coordinación, concurrencia, y subsidiariedad. El control ejercido 
por la Contraloría General de la República será preferente en los términos que defina la ley.  
 
Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por las Asambleas 
Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, de terna conformada por quienes obtengan 
los mayores puntajes en convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo los principios de 
transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un 
periodo de cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente gobernador y 
alcalde.  
 
Ningún contralor podrá ser reelegido para el período inmediato.  
 
Para ser elegido contralor departamental, distrital o municipal se requiere ser colombiano por 
nacimiento, ciudadano en ejercicio, tener más de veinticinco años, acreditar título universitario y 
las demás calidades que establezca la ley.  
 
No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el último año miembro de la Asamblea o Concejo que 
deba hacer la elección, ni quien haya ocupado cargo público en la rama ejecutiva del orden 
departamental, distrital o municipal.  
 
Quien haya ocupado en propiedad el cargo de contralor departamental, distrital o municipal, no 
podrá desempeñar empleo oficial alguno en el respectivo departamento, distrito o municipio, ni 
ser inscrito como candidato a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en 
sus funciones.  
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. 1º. La siguiente elección de todos los contralores territoriales se hará 
para un período de dos años.  
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO. 2º. En un término no superior a un año la ley reglamentará el 
fortalecimiento financiero de las contralorías departamentales, municipales y distritales con 
recursos provenientes principalmente de los ingresos corrientes de libre destinación más cuota de 
fiscalización que aportarán los sujetos de control del respectivo departamento, distrito o municipio. 
Esta ley será presentada por el Gobierno y la Contraloría General de la República.” (Negrilla y 
subrayado por fuera del texto original).  
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Ahora bien, las entidades que integran la rama ejecutiva del nivel departamental, municipal y 
distrital, son:  
 

• El sector central está conformado por la gobernación o la alcaldía, las secretarías y los 
departamentos administrativos.  

 

• El sector descentralizado está conformado por aquellas entidades cuya gestión 
administrativa, aunque subordinada al gobierno central, se realiza con relativa 
independencia y que cuentan con autonomía administrativa y patrimonio propio o capital 
independiente como es el caso de los establecimientos públicos, las empresas industriales 
y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta, las unidades administrativas 
especiales con personería jurídica, las empresas sociales del Estado y las empresas oficiales 
de servicios públicos domiciliarios, entre otras.  

 
De acuerdo con la Constitución Política de 1991, “Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la 
ejecutiva, y la judicial. Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 
independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado.  
 
Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran armónicamente para 
la realización de sus fines”. (Artículo 113)  
 
De acuerdo con la Carta (artículos 117 y 119), la Contraloría General de la República es uno de los 
órganos de control del Estado, de carácter técnico, con autonomía administrativa y presupuestal 
para administrar sus asuntos en los términos y en las condiciones establecidas en la Constitución y 
en las leyes, y ejerce de forma prevalente y en coordinación con las contralorías territoriales, la 
vigilancia sobre la gestión fiscal y los resultados de la administración y manejo de los recursos 
nacionales que se transfieran a cualquier título a las entidades territoriales.  
 
Por su parte, la Ley 330 de 1996, “Por la cual se desarrolla parcialmente el artículo 308 de la 
Constitución Política y se dictan otras disposiciones relativas a las Contralorías Departamentales” 
establece:  
 
ARTÍCULO 6o. INHABILIDADES. No podrá ser elegido Contralor quien:  
 
a) Haya sido Contralor de todo o parte del período inmediatamente anterior, como titular o como 
encargado; Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia 1372 de 2000. 
 
b) Haya sido miembro de los Tribunales que participaron en su postulación, dentro de los tres años 
anteriores;  
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c) Durante el último año haya ocupado cargo público del orden departamental, distrital o municipal, 
salvo la docencia; Literal declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-
147 de 1998, en cuanto al texto subrayado dispuso estarse a lo resuelto en Sentencia C-509-97.  
 
d) Sea o haya sido miembro de la Asamblea en el último año;  
 
e) Estarán igualmente inhabilitados quienes en cualquier época hayan sido condenados penalmente 
a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. Texto subrayado declarado 
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-509 de 1997.  
 
No se podrá nombrar en ningún cargo de la Contraloría a los Diputados, a los Magistrados que 
hubieren intervenido en la postulación, elección del Contralor, ni al cónyuge, compañero o 
compañera permanente de los mismos, ni a sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil. La infracción de lo dispuesto en este artículo constituye causal 
de mala conducta.  
 
Respecto a las inhabilidades para acceder al cargo de Contralor Municipal, la Ley 136 de 1994, “Por 
la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los 
municipios”, señala:  
 
ARTÍCULO 163. INHABILIDADES. Artículo subrogado por el artículo 9o. de la Ley 177 de 1994. El 
nuevo texto es el siguiente: No podrá ser elegido Contralor, quien:  
 
a) Aparte tachado INEXEQUIBLE. Haya sido Contralor o Auditor de la Contraloría Municipal en todo 
o parte del período inmediatamente anterior, como titular o como encargado;  
 
b) Aparte tachado INEXEQUIBLE. Ver Jurisprudencia Vigencia. Haya sido miembro de los tribunales 
que hagan la postulación o del Concejo que deba hacer la elección, dentro de los tres años 
anteriores;  
 
c) Esté incurso dentro de las inhabilidades señaladas en el artículo 95 y parágrafo de esta Ley, en lo 
que sea aplicable.  
 
Sobre la aplicación de esta causal de inhabilidad contenida en el literal c), el Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Consejero ponente: DARÍO QUIÑONES PINILLA, 
en sentencia emitida el 14 de noviembre de 2002 dentro del proceso con radicado número: 15001-
23-31-000-2001-1092-02(3027), indicó:  
“Posteriormente, el artículo 163 de la Ley 136 de 1994, tal y como fue modificado por el artículo 9º 
de la Ley 177 de 1994, dispuso lo siguiente:  
INHABILIDADES. No podrá ser elegido Contralor quien:  
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(...) c) Este incurso dentro de las inhabilidades señaladas en el artículo 95 y parágrafo de esta Ley, 
en lo que sea aplicable.  
(...).  
 
Evidentemente, esa disposición consagra causales de inhabilidad para ejercer el cargo de Contralor 
de origen legal, puesto que no sólo no están previstas en la norma superior, sino que configuran 
nuevos supuestos jurídicos y fácticos que deben aplicarse en lo compatible con el cargo de quien 
ejerce el control fiscal en el respectivo municipio. De lo expuesto surge una pregunta obvia: ¿debe 
inaplicarse el literal c) del artículo 163 de la Ley 136 de 1994?  
Para la Sala, la respuesta al anterior interrogante es negativa porque existe cosa juzgada 
constitucional que ordena la aplicación de la norma objeto de análisis. En efecto, en virtud de una 
demanda de inconstitucionalidad que fue instaurada contra el literal c) del artículo 163 de la Ley 
136 de 1994, la Corte Constitucional, en sentencia C-367 de 1996, resolvió: 
 
Declarar EXEQUIBLE el literal c) del artículo 163 de la Ley 136 de 1994 (subrogado por el artículo 9º 
de la Ley 177 de 1994).  
 
Así, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 243 de la Carta, los fallos que la Corte dicte en ejercicio 
del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional. Entonces, tanto las decisiones 
proferidas por la Corte Constitucional, de exequibilidad como las de inexequibilidad, tienen el 
carácter de vinculantes. De hecho, el artículo 48 de la Ley 270 de 1996 dispone que las sentencias 
proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por 
vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de 
constitucionalidad, sólo serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte 
resolutiva.  
 
En este orden de ideas, la declaratoria de exequibilidad del literal c) del artículo 163 de la Ley 136 
de 1994, tal y como fue subrogado por el artículo 9º de la Ley 177 de 1994, es de obligatorio 
cumplimiento.  
 
Así las cosas, se concluye que debe aplicarse el literal c) del artículo 163 de la Ley 136 de 1994, en 
tanto que operó la cosa juzgada constitucional que declaró exequible la norma.”  
 
Así las cosas, las inhabilidades consagradas para los alcaldes municipales, contenidas en el artículo 
95 de la Ley 136 de 1994, modificada por la Ley 617 de 2000, son aplicables a los contralores 
municipales por expresa disposición del literal c) del artículo 163 de la misma Ley, y que son las 
siguientes:  
“ARTÍCULO 37. Inhabilidades para ser alcalde. El artículo 95 de la Ley 136 de 1994, quedará así:  
"ARTÍCULO 95. Inhabilidades para ser alcalde. No podrá ser inscrito como candidato, ni elegido, ni 
designado alcalde municipal o distrital:  
(…)  
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2. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como 
empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo 
municipio, o quien, como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya 
intervenido como ordenador del gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de 
contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo municipio.  
(…)".  
 
Concepto 009321 de 2020 Departamento Administrativo de la Función Pública: Ahora bien, como 
quiera que en la modificación reciente sobre inhabilidades para elección de contralor 
departamental, distrital o municipal no se especifica el nivel del cargo público, en criterio de esta 
Dirección Jurídica estará inhabilitado para aspirar a ser elegido en dicho cargo, quien haya ocupado 
en el último año, cargo público de cualquier nivel, en la rama ejecutiva del orden departamental, 
distrital o municipal. 

Conforme a la normativa, jurisprudencias citadas y respondiendo puntualmente a su reclamación, 
se resuelve aceptar la reclamación presentada e incluirlo en el acta 8 y permitir que continúe con el 
proceso de convocatoria para la elección del cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-
2025 establecido en la Resolución No.034 del 27 de agosto de 2021 expedida por la Mesa Directiva 
de la Asamblea Departamental de Santander. 
 
La evaluación es la siguiente: 
 

No. 
NUMERO DE 

CEDULA 

NOMBRES Y APELLIDOS FORMACIÓN 

PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 

PROFESIONAL 

EXPERIENCIA 

DOCENTE 

PRODUCCIÓN DE 

OBRAS  

1 91.511.660 

WALTHER MAYGER 

DUARTE GÓMEZ 
70 81 30 20 

 
 
 
Atentamente. 
 
 
Roberto Ferro Escobar 
Supervisor del Proyecto  
Universidad Distrital Francisco José de Caldas 
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FORMATO: ACTA DE REUNIÓN 

ACTA No. 01 
 

CIERRE DE RECEPCIÓN DE HOJAS DE VIDA DE 

ASPIRANTES AL CARGO DE CONTRALOR GENERAL 

DE SANTANDER PERIODO 2022-2025. 
 

 

 
Bogotá 10 de septiembre de 2021 

 

La Universidad Distrital Francisco José de Caldas certifica que según el 

proceso de fechas en el cronograma de actividades a ejecutar y 

establecidas en el Contrato interadministrativo, CD-CI-117-2021. 

 

Procede  según  cronograma  a realizar  un encuentro virtual por plataforma 

Meet, a los diez (10) días del mes de septiembre de dos mil veintiuno (2021), 

y siendo las seis (6:00) p.m., el cual se reunieron los señores: Alexandra 

Abuchar Porras identificada con cédula de ciudadanía número 45422721, 

quien es la revisora del proyecto por parte de la Universidad Distrital 

Francisco José de Caldas, Andrés Mauricio Valencia Ramírez identificado 

con cédula de ciudadanía número 1073159938 de Madrid-Cundinamarca y 

Fanny del Rocío Ibarra Cerón identificada con cédula de ciudadanía 

número 30733607 de Pasto, en calidad de testigos, para realizar el cierre de 

recepción de Hojas de Vida dentro de la convocatoria pública para la 

elección del Contralor General de Santander periodo 2022- 2025.  

 

Siendo la hora y fecha señaladas, se dio cumplimiento a los términos de la 

convocatoria, presentándose al cierre de la misma cincuenta y nueve (59) 

aspirantes que se relacionan a continuación: 

 

No NOMBRES  Y APELIDOS NÚMERO DE CEDULA 

1 LUIS FERNANDO BUENO GONZALEZ 79298680 

2 RICARDO VEGA JIMÉNEZ 91225952 

3 MAURICIO JAVIER CUADROS RODRIGUEZ 91279084 

4 RICARDO ARCINIEGAS GARCIA 91247088 

5 ALFONSO MORENO JAIMES 91265993 

6 LENIN ALLENDE CORTÉS PORRAS 91485661 

7 LUIS ALFONSO LOZANO CAMACHO 13743564 

8 CARMEN TERESA CASTAÑEDA VILLAMIZAR 63341944 

9 LUIS CARLOS CHAPARRO GÓMEZ 91076055 

10 HENRY LOPEZ BELTRAN 13513541 

11 MARIO ANDRES CASTAÑEDA QUIÑONEZ 91542165 
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No NOMBRES  Y APELIDOS NÚMERO DE CEDULA 

12 ORLANDO SUAREZ CALDERON 5690769 

13 DIEGO ENRIQUE RAMÍREZ SANGUINO 1093884205 

14 GLADYS CARREÑO PEÑA 37915567 

15 JOSE NECTOLIO AGUALIMPIA MEJIA 13853798 

16 INÉS ANDREA AGUILAR ALDANA 37551041 

17 DAVID RIVERA ARDILA 13642191 

18 PEDRO ALEJANDRO PEDRAZA FERREIRA 91076721 

19 ALBEIRO HUMBERTO SANCHEZ MEDINA 80384706 

20 BENJAMIN EDUARDO PEREZ ACOSTA 88277162 

21 JOHN JAIME RUIZ MACIAS 91541591 

22 HUMBERTO GARCIA VEGA 6030317 

23 DAIRO EFRAÍN CASTRO FLOREZ 91472022 

24 ARGEMIRO CASTRO GRANADOS 4106685 

25 ANDERSON AURELIO CARVAJAL MOGOLLÓN 1098664243 

26 ANDREA LIZETH BUITRAGO JIMENEZ 37752313 

27 DIANA CAROLINA DELGADO FLOREZ 1090174362 

28 JAVIER ORLANDO DIAZ GIRON 91111352 

29 LUIS JOSE ESCAMILLA MORENO 91042105 

30 TOMÁS ALEJANDRO JIMÉNEZ MORA 1098688994 

31 MELECIO QUINTO ARIAS 11795265 

32 CARMEN LUCIA AGREDO ACEVEDO 63300614 

33 SILVIA KATERINE MACIAS LEON 1098671769 

34 FREDY ANTONIO ANAYA MARTINEZ 91227424 

35 JULIET CAROLINA ACUÑA MERCHAN 63534306 

36 OSCAR DARIO VASQUEZ BAUTISTA 91539191 

37 REYNALDO MATEUS BELTRAN 91289178 

38 ALBA LUCIA MONSALVE NIÑO 63461343 

39 CARLOS ARTURO GUEVARA VILLACORTE 1098614127 

40 WALTHER MAYGER DUARTE GÓMEZ 91511660 

41 MANUEL ENRIQUE NIÑO GÓMEZ 91069401 

42 GUSTAVO ADOLFO VILLAMIZAR 13511220 

43 JOSE MANUEL OJEDA SANABRIA 91225048 

44 SERGIO ANTONIO RUEDA SANABRIA 91542551 

45 JUAN MANUEL HIGUERA AVELLANEDA 91229293 

46 PAOLA ANDREA MELENDEZ DIAZ 37548093 

47 FREDDY FERNANDO FLOREZ AFANADOR 91279333 

48 HECTOR ROLANDO NORIEGA LEAL 79939354 

49 ELBER JAVIER SUAREZ CORTES 5696445 
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No NOMBRES  Y APELIDOS NÚMERO DE CEDULA 

50 SANDRA PAOLA LEON DIAZ  1096188936 

51 NELSON ANDRES MONTERO RAMIREZ 7178602 

52 REINALDO GOMEZ RODRIGUEZ 79305170 

53 EDILBERTO FRANCO LIZARAZO 13721537 

54 FARLEY PARRA RODRIGUEZ 13959236 

55 JAIME ALEJANDRO PADILLA ESTUPIÑAN 13542608 

56 HÉCTOR BAREÑO MATEUS 79306907 

57 LUDWING JOSÉ GÓMEZ PEÑARANDA 91505538 

58 JAVIER STEVE MALUENDAS GARCIA 1098607342 

59 JAIME ENRIQUE BUSTOS 91444672 

FINAL 
 

Personas que presentaron documentación de manera extemporánea a lo 

establecido en la resolución No. 034 de 2021(27 de agosto).  

 

No NOMBRES Y APELIDOS 
NUMERO DE 

CEDULA 
FECHAS Y HORA DE 

INSCRIPCIÓN 

1 LAURA MARGARITA JAUREQUI CACERES 37.863.853 10/09/2021 06:03 pm 

2 CIRO ESTEBAN VILLAREAL AMAYA 13.872.916 10/09/2021 06:04 pm 

3 MARIA EUGENIA RANGEL GUERRERO 37.896.860 10/09/2021 06:16 pm 

4 LEYDY VIVIANA MOJICA PEÑA 63.511.668 10/09/2021 08:03 pm 

 

Para constancia se firma por los que en ella intervinieron.  

 

 

 
Alexandra Abuchar Porras 

Supervisora del proyecto  

 Universidad Distrital Francisco José de Caldas 

 

TESTIGOS 

 

 

 

 

 

Andrés Mauricio Valencia Ramírez  Fanny del Rocío Ibarra Cerón 
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ACTA No. 02 
 

LISTA DE ASPIRANTES QUE CUMPLEN LOS REQUISITOS 

MÍNIMOS PARA EL CARGO DE CONTRALOR 

GENERAL DE SANTANDER PERIODO 2022-2025. 
 

 
Bogotá 12 de septiembre de 2021 

 

La Universidad Distrital Francisco José de Caldas certifica que según el 

proceso de fechas en el cronograma de actividades a ejecutar y 

establecidas en el Contrato interadministrativo, CD-CI-117-2021. 

 

Que dentro del término establecido en el cronograma de la 

convocatoria para la elección del cargo de Contralor General de 

Santander periodo 2022-2025 establecido en la Resolución No.034 del 27 de 

agosto de 2021 expedida por la Mesa Directiva de la Asamblea 

Departamental de Santander, y mediante encuentro Virtual por Plataforma 

Meet, a los doce (12) días del mes de septiembre de dos mil veintiuno (2021), 

siendo las seis (6:00) p.m. se reunieron los señores: Alexandra Abuchar Porras 

identificada con cédula de ciudadanía número 45422721 de Cartagena-

Bolívar revisora del contrato por parte de la Universidad Distrital Francisco 

José de Caldas, Andrés Mauricio Valencia Ramírez identificado con cédula 

de ciudadanía número 1073159938 de Madrid-Cundinamarca y Fanny del 

Rocío Ibarra Cerón identificada con cédula de ciudadanía número 

30733607 de Pasto, en calidad de testigos, procedieron a realizar la 

verificación del cumplimiento de los requisitos mínimos de las 59 hojas de 

vida de los aspirantes para participar en la convocatoria pública para la 

elección del Contralor General de Santander periodo 2022- 2025. 

 

Siendo la hora y fecha señaladas, se dio cumplimiento a los términos 

determinados, suscribiendo la presente acta que contiene la lista de 

aspirantes que cumplen con los requisitos mínimos establecidos en la 

convocatoria. Quedando excluidos diez y ocho (18) de los inscritos y 

admitidos para continuar el proceso cuarenta y un (41) participantes, que 

se listan a continuación. 

 

La aplicación de las pruebas escritas se realizará de manera presencial en 

Calle 89, Transversal Oriental Metropolitana- 69, Barrio Tejar de 

Bucaramanga – Santander (Neomundo centro de Convenciones), según lo 

establecido en el cronograma del proceso a las 8:30 am. 
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No. NUMERO DE CEDULA 

1 79.298.680 

2 91.225.952 

3 91.279.084 

4 91.265.993 

5 91.485.661 

6 13.743.564 

7 63.341.944 

8 91.076.055 

9 13.513.541 

10 91.542.165 

11 5.690.769 

12 37.915.567 

13 13.853.798 

14 37.551.041 

15 13.642.191 

16 80.384.706 

17 88.277.162 

18 91.541.591 

19 4.106.685 

20 37.752.313 

21 91.111.352 

22 1.098.688.994 

23 63.300.614 

24 91.227.424 

25 63.534.306 

26 91.539.191 

27 91.289.178 

28 63.461.343 

29 1.098.614.127 

30 91.511.660 

31 91.225.048 

32 91.229.293 

33 37.548.093 

34 91.279.333 

35 5.696.445 

36 79.305.170 
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No. NUMERO DE CEDULA 

37 13.721.537 

38 13.959.236 

39 13.542.608 

40 91.505.538 

41 91.444.672 

FINAL 

 

Personas que enviaron documentación fuera del tiempo establecido en la 

resolución No. 034 de 2021(27 de agosto). 

 

No NOMBRES Y APELIDOS 
NUMERO DE 
CEDULA 

FECHAS Y HORA DE 
INSCRIPCIÓN 

1 LAURA MARGARITA JAUREQUI CACERES 37.863.853 10/09/2021 06:03 pm 

2 CIRO ESTEBAN VILLAREAL AMAYA 13.872.916 10/09/2021 06:04 pm 

3 MARIA EUGENIA RANGEL GUERRERO 37.896.860 10/09/2021 06:16 pm 

4 LEYDY VIVIANA MOJICA PEÑA 63.511.668 10/09/2021 08:03 pm 

 

Lista de aspirantes que no fueron admitidos   

 

No NUMERO DE CEDULA RAZON DE LA INADMISION 

1 91.247.088 Cargo actual Subcontralor 

2 1.093.884.205 Cargo actual Contralor municipal 

3 91.076.721 
Cargo actual Profesional especializado en la Contraloría de 
Santander 

4 6.030.317 Certificado de inhabilidades no autenticado 

5 91.472.022 No aporta certificado de inhabilidades 

6 1.098.664.243 Cargo actual Personero Municipal de Boyacá 

7 1.090.174.362 No aporta certificado de inhabilidades 

8 91.042.105 Certificado de inhabilidades no autenticado 

9 11.795.265 
Hoja de vida de la función pública tiene un nombre diferente al de 
los soportes 

10 1.098.671.769 Cargo actual Auditor de la Contraloría de Santander 

11 91.069.401 No aporta certificado de inhabilidades 

12 13.511.220 Cargo actual Profesional Universitario de la Contraloría 

13 91.542.551 Cargo actual Contralor Provisional 

14 79.939.354 Cargo actual Contralor encargado 

15 1.096.188.936 Cargo actual Contralor Municipal 
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No NUMERO DE CEDULA RAZON DE LA INADMISION 

16 7.178.602 No aporta certificado de inhabilidades 

17 79.306.907 No aporta fotocopia de la cédula de ciudadanía 

18 1.098.607.342 No aporta certificado de inhabilidades 

 

En constancia se firma por los que en ella intervinieron.  

 

 

 
 

Alexandra Abuchar Porras 

Supervisora del proyecto  

 Universidad Distrital Francisco José de Caldas 

 

TESTIGOS 

 

 

 

 

 

Andrés Mauricio Valencia Ramírez  Fanny del Rocío Ibarra Cerón 

 

 



 

 
ACTA No. 03 

 

LISTA DEFINITIVA DE ADMITIDOS DENTRO DE LA 
CONVOCATORIA PARA LA ELECCIÓN DEL CARGO DE 
CONTRALOR GENERAL DE SANTANDER PERIODO 2022-2025 
ESTABLECIDO EN LA RESOLUCIÓN NO.034 DEL 27 DE AGOSTO 
DE 2025. 

 
Bogotá 16 de septiembre de 2021 

 
La Universidad Distrital Francisco José de Caldas certifica que según el proceso de fechas en el 
cronograma de actividades a ejecutar y establecidas en el Contrato interadministrativo, CD-CI-117-
2021, se cumple con lo establecido en la Resolución No.034 del 27 de agosto de 2021 expedida por 
la Mesa Directiva de la Asamblea Departamental de Santander, en lo concerniente a resolver las 
reclamaciones y expedir la LISTA DEFINITIVA DE LOS ASPIRANTES ADMITIDOS en la Convocatoria 
para la Elección del Cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-2025 
 
Dando cumpliendo a los términos y actividades establecidas en el cronograma de la convocatoria 
para la elección del cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-2025 establecido en la 
Resolución No.034 del 27 de agosto de 2021 expedida por la Mesa Directiva de la Asamblea 
Departamental de Santander, y mediante encuentro Virtual por Plataforma Meet, a los diez y seis 
(16) días del mes de septiembre de dos mil veintiuno (2021), siendo las cuatro (4:00) p.m. se 
reunieron los señores: Alexandra Abuchar Porras identificada con cédula de ciudadanía número 
45422721 de Cartagena-Bolívar, Roberto Ferro Escobar identificado con cédula de ciudadanía 
número 79657603 de Bogotá supervisores del contrato por parte de la Universidad Distrital 
Francisco José de Caldas, Andrés Mauricio Valencia Ramírez identificado con cédula de ciudadanía 
número 1073159938 de Madrid-Cundinamarca y Fanny del Rocío Ibarra Cerón identificada con 
cédula de ciudadanía número 30733607 de Pasto, en calidad de testigos, con el fin de expedir la 
LISTA DEFINITIVA DE LOS ASPIRANTES ADMITIDOS para participar en la convocatoria pública para 
la elección del Contralor General de Santander periodo 2022- 2025. 
 
A continuación, se relaciona la LISTA DEFINITIVA DE LOS ASPIRANTES ADMITIDOS: 

 

No. NUMERO DE CEDULA 

1 79.298.680 

2 91.225.952 

3 91.279.084 

4 91.265.993 

5 91.485.661 

6 13.743.564 

7 63.341.944 



No. NUMERO DE CEDULA 

8 91.076.055 

9 13.513.541 

10 91.542.165 

11 5.690.769 

12 37.915.567 

13 13.853.798 

14 37.551.041 

15 13.642.191 

16 80.384.706 

17 88.277.162 

18 91.541.591 

19 4.106.685 

20 37.752.313 

21 91.111.352 

22 1.098.688.994 

23 63.300.614 

24 91.227.424 

25 63.534.306 

26 91.539.191 

27 91.289.178 

28 63.461.343 

29 7.178.602 

30 1.098.614.127 

31 91.511.660 

32 91.225.048 

33 91.229.293 

34 37.548.093 

35 91.279.333 

36 5.696.445 

37 79.305.170 

38 13.721.537 

39 13.959.236 

40 13.542.608 

41 91.505.538 

42 91.444.672 



No. NUMERO DE CEDULA 

43 91.247.088 

44 1.093.884.205 

45 91.076.721 

46 6.030.317 

47 1.098.664.243 

48 1.098.671.769 

49 13.511.220 

50 91.542.551 

51 79.939.354 

52 1.096.188.936 

FINAL 

 
La aplicación de las pruebas escritas se realizará de manera presencial en Calle 89, Transversal 
Oriental Metropolitana- 69, Barrio Tejar de Bucaramanga – Santander (Neomundo centro de 
Convenciones), según lo establecido en el cronograma del proceso a las 8:30 am., inicio oficial de la 
presentación de la prueba. 
 
El aspirante deberá presentarse al aula de aplicación de la prueba a las 8:00 am, momento en el cual 
se impartirá las instrucciones pertinentes y se dará inicio oficialmente a la prueba a las 8:30 am. En 
caso de que el aspirante se presente después de las 8:45 am, BAJO NINGUNA CIRCUNSTANCIA se 
le permitirá el ingreso al aula de aplicación.  
 
En constancia se firma por los que en ella intervinieron.  
 

Supervisor 
 
 

  
 
 
Alexandra Abuchar Porras                                                Roberto Ferro Escobar 
Universidad Distrital                                                          Universidad Distrital                                                             
Francisco José de Caldas                                                   Francisco José de Caldas               
 
 
 

TESTIGOS 
 
 
 



 
Andrés Mauricio Valencia Ramírez   Fanny del Rocío Ibarra Cerón 



 

ACTA No. 06 

RESULTADO DE PRUEBA ESCRITA 
CONVOCATORIA PÚBLICA PARA PROVEER EL CARGO DE 
CONTRALOR GENERAL DE SANTANDER PERIODO 2022-2025 
SEGÚN RESOLUCIÓN No. 34 DEL 27 DE AGOSTO DE 2021, 
EXPEDIDA POR LA MESA DIRECTIVA DE LA ASAMBLEA 
DEPARTAMENTAL. 

 
Bogotá 23 de septiembre de 2021 

 

Dentro del término establecido en el cronograma de la Resolución No.034 del 27 de 
agosto de 2021 expedida por la Mesa Directiva de la Asamblea Departamental de 
Santander en la Convocatoria, los señores Roberto Ferro Escobar identificado con cédula 
de ciudadanía número 79657603, Elizabeth Caicedo Madroñero identificada con cédula de 
ciudadanía Número 37082041 y Fanny del Rocío Ibarra Cerón identificada con cédula de 
ciudadanía número 30733607, miembros del Comité Evaluador de la convocatoria pública 
para proveer el cargo de Contralor General de Santander periodo 2022-2025, delegados 
de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, da a conocer la lista de los resultados 
obtenidos en la prueba escrita. 
 

Número Cédula RESULTADO 

1 79.298.680 27 

2 91.225.952 32 

3 91.279.084 28 

4 91.265.993 40 

5 91.485.661 30 

6 13.743.564 31 

7 63.341.944 42 

8 91.076.055 NO PRESENTO 

9 13.513.541 NO PRESENTO 

10 91.542.165 35 

11 5.690.769 36 

12 37.915.567 25 

13 13.853.798 31 

14 37.551.041 30 

15 13.642.191 32 

16 80.384.706 31 

17 88.277.162 40 

18 91.541.591 50 

19 4.106.685 29 

20 37.752.313 56 

21 91.111.352 30 

22 1.098.688.994 NO PRESENTO 

23 63.300.614 NO PRESENTO 



24 91.227.424 56 

25 63.534.306 32 

26 91.539.191 NO PRESENTO 

27 91.289.178 48 

28 63.461.343 23 

29 7.178.602 32 

30 1.098.614.127 35 

31 91.511.660 47 

32 91.225.048 33 

33 91.229.293 29 

34 37.548.093 NO PRESENTO 

35 91.279.333 34 

36 5.696.445 28 

37 79.305.170 36 

38 13.721.537 NO PRESENTO 

39 13.959.236 38 

40 13.542.608 34 

41 91.505.538 36 

42 91.444.672 23 

43 91.247.088 31 

44 1.093.884.205 21 

45 91.076.721 33 

46 6.030.317 NO PRESENTO 

47 1.098.664.243 NO PRESENTO 

48 1.098.671.769 NO PRESENTO 

49 13.511.220 30 

50 91.542.551 34 

51 79.939.354 32 

52 1.096.188.936 37 

 
A continuación se relacionan los aspirantes que superan el lumbral mínimo aprobatorio 
establecido en la Resolución: 

 

Número Cédula RESULTADO 

1 91.265.993 40 

2 63.341.944 42 

3 5.690.769 36 

4 88.277.162 40 

5 91.541.591 50 

6 37.752.313 56 

7 91.227.424 56 

8 91.289.178 48 

9 91.511.660 47 



10 79.305.170 36 

11 13.959.236 38 

12 91.505.538 36 

13 1.096.188.936 37 

    
Firman en el acta los integrantes del Comité evaluador: 
 
 
 
 
 ROBERTO FERRO ESCOBAR                        FANNY DEL ROCIO IBARRA CERON 
Miembro del comité evaluador   Miembro del comité evaluador 

 
 

 
ELIZABETH CAICEDO MADROÑERO 

Miembro del comité evaluador 
 


